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Entre hibiscus y peces de agua dulce quiero dedicar 


esta tesis a la memoria de Rodrigo Escobar Restrepo.




Un fatto che sembri meramente cattivo, un’epoca che sembri di mera 


decadenza, non può essere altro che un fatto non storico, vale a dire non 


ancora storicamente elaborato, non penetrato dal pensiero e rimasto preda


del sentimento e dell’immaginazione.


BENEDETTO CROCE. Teoria e storia della storiografia.


Surtout, il n’y a rien de nécessaire à l’origine -nécessaire d’une nécessité 


géographique quelconque- dans l’amalgame, l’association de certaines 


contrées, qui se groupent les unes avec les autres pour former un Etat. 


Car toujours, du groupement qui s’opère, on voit bien que d’autres 


pourraient ou auraient pu se distinguer sans impossibilité materielle.


LUCIEN FEBVRE. La terre et l’évolution humaine.
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INTRODUCCIÓN


Como consecuencia del tratado de Fontainebleau, que preveía la conquista y el reparto de Portugal entre Francia y España, los ejérictos imperiales entraron en la Península a finales de 1807. Como se sabe, NAPOLEÓN incumplió lo pactado y sus tropas se apoderaron por sorpresa de Pamplona y Barcelona{1}. BENITO PÉREZ GALDÓS evocó en sus Episodios nacionales la notable impopularidad de CARLOS IV y el disfavor que su favorito GODOY suscitaba en buena parte de los habitantes de la Península. Ello explica que la traición de los franceses -que se creía destinada a entronizar al príncipe de Asturias- fuera percibida en principio como una maniobra afortunada{2}. Las abdicaciones de Bayona, sin embargo, desvanecieron aquellas fatuas esperanzas y provocaron un impresionante levantamiento popular en oposición a los proyectos de BONAPARTE. Tal fue el comienzo de la revolución liberal en el mundo hispánico y también, de alguna manera, de las independencias de los países de centro y Suramérica.


En términos generales puede decirse que esta tesis es un estudio de las repercusiones de la crisis monárquica en el Nuevo Reino de Granada. Si bien FERNANDO VII regresó al trono español en 1814, su autoridad no fue restablecida en el virreinato sino dos años más tarde gracias a una poderosa expedición militar enviada con tal fin desde la Península. La feroz represión del Ejército Pacificador aseguró nuevamente la dependencia de la colonia durante un efímero período -conocido como la Reconquista- que concluyó en agosto de 1819 con la toma de Santa Fe por parte de las tropas de SIMÓN BOLÍVAR. El interregno neogranadino fue, pues, más prolongado que el peninsular y constituye, como éste último, un período claramente diferenciado{3}.


Si se considera la naturaleza de los acontecimientos que tuvieron lugar en el Nuevo Reino de Granada entre 1808 y 1816 se comprenderá por qué el presente libro es, ante todo, un análisis de la disolución del virreinato del mismo nombre, así como del laborioso surgimiento, la consolidación y la caída de la federación de Estados provinciales que ocupó brevemente su lugar. Como las abdicaciones de Bayona fueron el punto de partida de un extremado proceso de fragmentación de la soberanía en todos los territorios de la monarquía española, y particularmente en el neogranadino, es apenas lógico que esta tesis sea, esencialmente, una historia de las negociaciones políticas que entablaron, entre sí y con el extranjero, los actores territoriales del virreinato a lo largo de ocho años. Ello explica que este trabajo se componga de tres partes harto diferentes. En la primera, se expone la historia de un fracaso, es decir, la de los vanos intentos hechos por los diversos gobiernos interinos de la España libre para conservar la cohesión del imperio y, en particular, la fidelidad de los territorios neogranadinos. En otras palabras, ella analiza los dos primeros años de la crisis monárquica, es decir, el período comprendido entre el surgimiento de las juntas de gobierno peninsulares en la primavera de 1808 y la copiosa aparición de sus réplicas neogranadinas dos años más tarde. Tras haber dado cuenta del resquebrajamiento del imperio y la disolución del virreinato, las dos partes restantes de la tesis se ocupan, entre tanto, de la historia de una revolución truncada. La segunda lo hace desde adentro, esto es, siguiendo el curso de las relaciones diplomáticas que entablaron entre sí los diferentes gobiernos soberanos del Nuevo Reino con el fin de reconstruir la unidad perdida y garantizar, de ese modo, la paz interior y la defensa contra los ataques de los invasores. La tercera, entre tanto, lo hace desde afuera, ya que estudia la diplomacia exterior, o dicho de otro modo, las negociaciones que los agentes de los Estados neogranadinos establecieron con los diferentes países de Europa y América.


¿Cómo nace un Estado? Es cosa bien sabida que la ruptura con la antigua metrópoli culmina con el reconocimiento oficial a la nueva entidad que le tributan al cabo del proceso las grandes potencias. No obstante, en el caso neogranadino el estudio de las misiones diplomáticas reviste un interés aún mayor, pues además de resultar imprescindible para comprender el acceso del país al “concierto de las naciones”, explica el surgimiento mismo del Estado. Se comprenderá entonces por qué este libro, además de ser una historia de la primera fase de la revolución neogranadina y del surgimiento de la federación revolucionaria de Estados soberanos conocida con el nombre de las Provincias Unidas (de la que procede la Colombia moderna), pretende ser también una historia del nacimiento de la diplomacia en el Nuevo Reino de Granada{4}. Sin embargo, como se verá a lo largo de las páginas siguientes, entre el antiguo virreinato y las Provincias Unidas de la Nueva Granada no corre un canal expedito, sino un río meándrico, un curso vacilante que pudo haber tenido soluciones muy diversas a la que conocemos. Por ello, una de las principales ambiciones de este trabajo es dar cuenta de ese curso sinuoso, explorar esas madres viejas.


Esta tesis se interesa ampliamente por la geografía política, que tuvo entonces una importancia inusitada, y sin la cual difícilmente pueden comprenderse los diversos proyectos de los revolucionarios neogranadinos de 1810. Ciertamente, los estudios sistemáticos sobre el territorio del virreinato y sus producciones naturales habían comenzado ya a mediados del siglo XVIII. HANS-JOACHIM KÖNIG ha mostrado cómo el interés de los ilustrados del Nuevo Reino por la geografía se convirtió en el fundamento de una tímida identidad común calcada sobre los límites administrativos establecidos por la Corona{5}. Sin embargo, nunca antes, como en 1810, los conocimientos acumulados sobre el territorio habían tenido una aplicación verdaderamente política. En efecto, la desaparición de la autoridad suprema del monarca provocó el derrumbe de la jerarquía territorial del imperio y dio origen a una compleja pugna entre las provincias neogranadinas que, si bien eran conscientes de la necesidad de crear una nueva superintendecia, deseaban establecerla de la manera menos gravosa posible. La diversidad de intereses puso en riesgo la integridad del Nuevo Reino y estimuló el surgimiento de asociaciones políticas alternativas concebidas según los imperativos de la economía, el comercio y la defensa del territorio.


El estudio de la geografía política durante la primera fase de la revolución de independencia se ve obstaculizado por la inexistencia de mapas de la época donde consten los linderos de las diferentes provincias del virreinato. Para paliar dicha carencia suelen emplearse los producidos por la Expedición Corográfica y publicados en París en 188g, lo que, como podrá imaginarse, constituye un anacronismo de magnas proporciones{6}. Sin pretender ser perfectos, los mapas elaborados para ilustrar y facilitar la lectura de este libro fueron construidos a partir de las informaciones que figuran en las fuentes de la época. No obstante, debe tenerse en cuenta que para 1810 los conocimientos geográficos que se tenían del Nuevo Reino de Granada eran bastante rudimentarios. Se sabía que el virreinato se extendía desde los confines de la Capitanía General de Guatemala hasta el virreinato del Perú, la América portuguesa y la Capitanía General de Venezuela. Empero, las fronteras de aquel enorme territorio eran en buena parte un misterio{7} y ni siquiera los más hábiles geógrafos se atrevían a trazar sus fronteras a través de los “países desconocidos” que mediaban entre la ensenada de Tumbes y la desembocadura del río Apure en el Orinoco{8} (cfr. mapa 1). Los linderos entre las diferentes provincias del Nuevo Reino, y aun entre los cabildos, eran, así mismo, bastante imprecisas. En tales circunstancias, los confines interprovinciales que figuran en los mapas de esta tesis deben tenerse por meras aproximaciones.


En 1810 el virrey de Santa Fe tenía jurisdicción sobre el Nuevo Reino de Granada propiamente dicho, sobre la Audiencia de Quito y el istmo de Panamá. Todos aquellos territorios constituían entonces una unidad no sólo administrativa sino también política y por ello resulta inconveniente estudiar la revolución de independencia despedazando el conjunto, como lo hizo la historiografía nacionalista del siglo xx. Es igualmente necesario incluir en los análisis a la Capitanía General deVenezuela puesto que durante toda la fase independentista los líderes de aquella región mantuvieron un intenso diálogo intelectual y político y una estrecha colaboración militar con sus vecinos occidentales. De este modo, así como esta tesis está consagrada al período del interregno neogranadino (los ocho años durante los cuales el poder del rey estuvo ausente en el virreinato), geográficamente hablando, ella se circunscribe al espacio comprendido entre Guayaquil y Cumaná. Para referirse a tal masa en su conjunto se empleará el término “Tierra Firme” por ser el más apropiado para ello desde el período de la Conquista, como lo demuestra la obra del padre SIMÓN{9}. Entre tanto, para aludir al territorio propiamente neogranadino se utilizará la voz “Nuevo Reino de Granada” o simplemente “el Reino”, pues tales son las expresiones más comúnmente empleadas en la época, según pudo comprobarse tras un atentísimo examen. En efecto, el apelativo “Nueva Granada” es usado raramente durante el interregno neogranadino, aunque a partir del retorno de FERNANDO VII al trono en 1814 -y sobre todo después de la Reconquista en 1816- se hará cada vez más frecuente hasta convertirse en el nombre oficial de la república surgida en 183o. Siguiendo los mismos parámetros, no se hablará nunca de “Ecuador” sino de “la presidencia de Quito”, o simplemente de “Quito”; la mal llamada “Gran Colombia” se designará por su verdadero nombre, esto es, sencillamente “Colombia”, y en lugar de “Bogotá” -que era entonces un pueblo de indios- se dirá siempre Santa Fe como lo quiere la exactitud histórica.
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En Colombia, como en el resto de América, se han escrito infinidad de libros sobre el período de la independencia. No obstante, el interés por la gesta boli- variana ha relegado al olvido la primera fase de la revolución que sigue siendo uno de los períodos menos estudiados de la historia del país. Para comprender dicha paradoja es necesario recurrir a una explicación dual. Primeramente, el estudio del período transcurrido entre 181o y 1816 es, en última instancia, el de una revolución fracasada: tras seis años de dificultades y penosos conflictos las Provincias Unidas de la Nueva Granada cayeron en poder del Ejército Pacificador comandado por Don PABLO MORILLO que se libró a una trágica purga en la que perecieron los más brillantes individuos del antiguo virreinato. Ante semejante panorama, los historiadores han optado en su gran mayoría por escribir la fase triunfal del período independentista durante la cual los ejércitos de SIMÓN BOLÍVAR se pasearon victoriosos desde los desiertos del Orinoco hasta los confines del Perú. Dicha elección -que como se verá no es inocente desde el punto de vista político- ha impuesto por lo general un esquema narrativo de graves consecuencias: desde comienzos del siglo xix los investigadores -colombianos y extranjeros- han acentuado hasta lo burlesco el ideario y las disensiones de los hombres de 181o con el fin manifiesto de exaltar a los del período colombiano. De alguna manera, para realzar la brillantez del ciclo bo- livariano han sido imprescindibles hasta ahora las tinieblas de la “Patria Boba”, apelación peyorativa con que se conoce el interregno.


Dicho término, precisamente, permite abordar la segunda razón por la cual han sido tratados con tanta ligereza los primeros años de la revolución de independencia en el Nuevo Reino de Granada. En efecto, ¿a qué patria y a qué tipo de insensatez alude aquella socorrida expresión? La pregunta es lícita, pues si algo caracteriza al período en cuestión es tanto la prestancia intelectual de sus protagonistas como la multiplicidad de las soberanías que entraron en juego desde 1810. ¿Por qué, pues, se han querido reducir a una patria singular los Estados de Cartagena, Antioquia, Citará, Nóvita, Popayán, Quito, Neiva, Mariquita, Cundinamarca, Tunja, Pamplona, Socorro y Casanare? ¿Por qué motivo el imponente legado de los políticos neogranadinos del interregno ha sido cubierto tantas veces con el manto de la estulticia? La respuesta a estos interrogantes se halla en buena medida en prejuicios políticos heredados de ese que SERGIO MEJÍA ha bautizado tan apropiadamente con el nombre de “partido de los Libertadores{9}”. Cuando en 1827 el doctor JOSÉ MANUEL RESTREPO publicó en París la primera versión de su Historia de la Revolución de la República de Colombia{10} no sólo vio la luz la mejor obra escrita hasta hoy sobre el tema, sino que además se echaron las bases históricas del antifederalismo en la Nueva Granada. No en vano el autor, defensor prominente del régimen centralista en el llamado Congreso de Cúcuta y uno de los redactores de la constitución del mismo nombre, ejercía entonces como secretario del interior. En sus ataques históricos al sistema federal, RESTREPO retomó no sólo las críticas de SIMÓN BOLÍVAR a la primera república de Venezuela, sino también -de manera paradójica- los argumentos enunciados algunos años atrás por Don ANTONIO NARIÑO, a quien con tanto ardor había combatido en el pasado. Para entender por qué razón el historiador colombiano dejó de ser un ferviente federalista para convertirse en uno de los adalides del centralismo, basta con traer a mientes la traumática experiencia de “la Reconquista” que convenció a RESTREPO -y a muchos otros hombres de su generación- de que para gobernar a los neogranadinos y consolidar la revolución era preciso un poder concentrado y expedito. De este modo, el fracaso de la generación de 1810 se convirtió en una fuente de legitimidad del régimen colombiano. Como dice SERGIO MEJÍA, “la crítica sistemática de RESTREPO a la Primera República es inseparable de su proclamación de los líderes de la Segunda{11}”.


Dos años después de la aparición de la Historia de la Revolución, el diplomático JUAN GARCÍA DEL RÍO publicó en Bogotá un interesante libro de análisis político en el que retomó la idea esbozada por RESTREPO según la cual los revolucionarios venezolanos y neogranadinos de 1810, deslumbrados con el ejemplo de los Estados Unidos, habían adoptado servilmente unas instituciones que no podían conducirlos más que a la ruina{12}. GARCÍA DEL RÍO no pretendía hacer una obra histórica sino intervenir en los debates públicos sobre el porvenir de la agonizante Colombia, demostrando que el régimen más conveniente para el país era una monarquía constitucional. Por ello, en su análisis, que tiende a la caricatura, se aprecia ya claramente el estereotipo que habrá de perpetuarse: los hombres de 1810, víctimas de un pernicioso dogmatismo político, fueron incapaces del menor pragmatismo y los Estados provinciales, en lugar de unirse para defenderse del enemigo común, desgastaron torpemente sus fuerzas combatiendo entre sí.


En 1858 JOSÉ MANUEL RESTREPO publicó en Besanzón la edición definitiva de su obra monumental{13}. Para entonces habían corrido casi tres décadas desde la disolución de Colombia y, no obstante, el historiador no matizó sus opiniones sobre los proyectos o la conducta observada por los líderes políticos durante el interregno. Antes bien, sus juicios se hicieron más severos, como lo evidencia la supresión de algunos pasajes claves de la primera edición en los que se justificaban de algún modo las acciones y los dilemas de los primeros revolucionarios{14}. ¿Cómo dar cuenta de semejante situación? Y en segundo lugar, ¿cómo explicar que RESTREPO se decidiera finalmente a publicar la versión definitiva de su obra luego de que las disputas y los sinsabores que le acarreó la primera lo hubieran convencido de la necesidad de una edición póstuma{15}? La respuesta a ambos interrogantes se encuentra sin duda en la reaparición de Estados soberanos en la Nueva Granada. Al acercarse el Congreso de 1853, RESTREPO había publicado ya un artículo combatiendo varios proyectos constitucionales que proponían la adopción de un sistema federativo de corte norteamericano. Cuatro años más tarde volvió a escribir fuertemente contra aquellos desvaríos que, en su opinión, sólo podían conducir a la disolución de la República{16}. Ambos escritos poseen un interés innegable, sobre todo porque en ellos RESTREPO adoptó el tono de un polemista y expresó patentemente ciertas ideas que sólo existen en su obra histórica de manera tímida y soterrada. En síntesis, el político antioqueño, adoptando los primeros preceptos del Espíritu de las leyes, afirmó que el sistema federativo no convenía a las repúblicas de la América española por ser contrario a su situación moral, ilustración, costumbres, religión y hábitos. Por ello, las antiguas colonias de la corona de Castilla -en su condición de víctimas de un despotismo secular- no podían adoptar con provecho las instituciones de los Estados Unidos que habían sido prácticamente provincias británicas y habían gozado durante su infancia de un gobierno liberal. Según RESTREPO, la impropiedad del federalismo para “la raza española” era una verdad perfectamente sustentada por la historia: al despedazar las grandes secciones de las colonias españolas en “pigmeos o ridículos Estaditos”, los experimentos confederativos que habían visto la luz desde México hasta Buenos Aires sólo habían producido gobiernos débiles, incapaces de conservar el orden público y repeler los enemigos exteriores y condenados a degenerar en dictadura. Para RESTREPO la disolución del Reino de Guatemala en “republiquitas”, susceptibles de ser dominadas por una veintena de hombres armados o fáciles presas de los aventureros “yankees”, era el destino inexorable de toda la América española si ésta persistía en el capricho federalista. Y es que para el historiador neogranadino las amenazas exteriores, representadas ya no por la antigua metrópoli sino por los Estados Unidos, constituían la segunda razón por la cual debía descartarse todo gobierno que no fuese enérgico. No en vano, México, víctima de la voracidad de su vecino del norte, había perdido recientemente la tercera parte de su territorio{17}.


El proceso de federalización en la Nueva Granada, tan temido por RESTREPO, prosiguió, no obstante, su marcha y culminó con el nacimiento, en 1858, de la llamada Confederación Granadina{18}. La segunda edición de la Historia de la Revolución no podía ser ajena a tales acontecimientos. Por ello, cuando RESTREPO afirma en su autobiografía que la publicación debía contribuir a remediar la ignorancia que achacaba a los jóvenes de 30 o 40 años en lo relativo a la historia nacional, se refiere, sin duda al “extravío federalista” que había causado, desde su punto de vista, la ruina de las primeras repúblicas{19}. Como puede apreciarse, la historia del interregno seguía siendo esencialmente política sencillamente porque las críticas al sistema federativo eran, más que nunca, de entera actualidad. Como bien dice SERGIO MEJÍA, si con la primera edición de su obra RESTREPO se había propuesto “la sanción política del partido de los Libertadores y la defensa de su gobierno indiscutido” al frente de la República de Colombia, con la segunda, el historiador buscó hacer un llamado a la nación para que recordase su pasado y lo pusiese “al servicio de la buena política{20}”.


Algunos años más tarde vio la luz otra obra fundamental sobre los primeros años de la revolución. Su autor, JOSÉ MANUEL GROOT, perteneció en su juventud a una logia masónica bogotana, mas con el tiempo se hizo intensamente católico y, desde 1849, miembro del partido conservador. Ello explica que las reformas liberales del medio siglo lo llevaran a escribir artículos de apologética dogmática en el periódico El Catolicismo -fundado a la sazón por el arzobispo MANUEL JOSÉ MOSQUERA- y a componer una Historia eclesiástica y civil de la Nueva Granada{21}. GROOT se propuso en ella trazar los pormenores del establecimiento y desarrollo de la religión católica en su país con el fin de reparar las calumnias que presentaban al clero, a las nuevas generaciones, como enemigo de las luces y hostil a la causa de la independencia americana{22}. La Historia eclesiástica y civil de la Nueva Granada, concebida desde el comienzo para intervenir en un fuerte debate político, acentuó aún más su carácter pugnaz en virtud de los acontecimientos que tuvieron lugar durante su redacción: resurgimiento del federalismo, triunfo de la revolución encabezada por el General MOSQUERA y adopción de la Constitución de Rionegro (1863). Las reformas emprendidas durantes esos años minaron los privilegios eclesiásticos y confirmaron a Groot la necesidad y la importancia de defender las instituciones católicas.


JOSÉ MANUEL GROOT recurrió también al carácter ejemplarizante de la Patria Boba. No en vano, una de las tareas que se asignó, según lo confiesa en la introducción, fue la de desterrar ciertas ideas relativas a la época transcurrida entre 1810 y 1816, que consideraba falsas y que se habían difundido entre el público{23}. Por tal razón la mayor parte del tomo segundo está consagrada al período. La visión histórica de GROOT, aquejada como se acaba de referir por su ferviente militancia política, se vio afectada igualmente, por un inobjetable lastre: su familia había pertenecido decididamente al partido de NARIÑO, quien fuera presidente del Estado de Cundinamarca. En efecto, su padre y su tío, Primo y PEDRO GROOT, habían ocupado diversos cargos en aquel gobierno. Esta filiación política influyó poderosa y permanentemente en sus juicios sobre la federación. El hecho de haber utilizado la Gazeta Ministerial de Cundinamarca (cuya colección se ufanaba de poseer) como fuente casi exclusiva para referir las diferencias de Santa Fe con las Provincias Unidas, reforzó aún más la sesgada orientación de su obra. GROOT reprodujo fragmentos enteros de la publicación oficial, apropiándose de sus juicios y alegatos, sin confrontarlos jamás con los papeles de los federados. En cuanto a las razones que invocó para descalificar el sistema federal, éstas provienen directamente y sin filtros de La Bagatela, el periódico concebido y editado por NARIÑO. En concepto de GROOT, lo ocurrido entre el año diez y el año dieciséis no fue más que el triste enfrentamiento de soberanías ridículas, comandadas por políticos ilusos, carentes de sentido práctico y víctimas de sus ideas y de un filosofismo fanático:


He aquí todo el empeño de la Federación en la otra patria: erigir soberanías tan ridículas como miserables, en que los pueblos eran sacrificados para que los petulantes hicieran papel á su costa y los perdidos sacasen provecho{24}.


GROOT no se contentó, sin embargo, con repetir la interpretación caricatural de la primera fase de la revolución y agregó un elemento novedoso que había de tener mucho éxito en las generaciones posteriores de historiadores. En efecto, a partir de la Historia eclesiástica y civil ANTONIO NARIÑO se convirtió en una suerte de profeta desdichado, en el predicador de la razón en medio de una generación de tunantes. Casi un siglo más tarde BERNARDO J. CAYCEDO había de sintetizar de modo inmejorable este tópico historiográfico al afirmar que efectivamente había existido una Patria Boba, mas “no por NARIÑO sino a pesar de NARIÑO{25}”. La arraigada creencia en esta verdad desteñida explica que JOSÉ MANUEL GROOT pusiera especial cuidado en ahogar, borrar o silenciar todo acontecimiento susceptible de obrar en desdoro de la reputación de NARIÑO. Para resumir, puede decirse que la obra de GROOT, en lo que respecta al interregno neogranadino, es una historia escrita desde el punto de vista cundinamarqués y, en consecuencia, adolece de un clarísimo talante centralista.


Si en las décadas siguientes la primera fase de la revolución neogranadina dejó de interesar a los historiadores, fue sin duda porque el triunfo del régimen conservador conocido como La Regeneración (1886) hizo innecesaria la insistencia en la “Patria Boba” como símbolo de la inadecuación del federalismo en Colombia. Sin embargo, si bien la instrumentalización partidista del período cayó en desuso, los rasgos esenciales de la visión decimonónica del interregno perduraron durante todo el siglo xx, como se verá. Por fortuna, la fundación de la Academia Colombiana de la Historia en 1902 significó el comienzo de una valiosa tarea de investigación y publicación. Tanto en el Boletín de Historia y Antigüedades como en la denominada “Biblioteca de historia nacional” y en la “Biblioteca Eduardo Santos” se editaron valiosas obras y colecciones de documentos que resultan imprescindibles para cualquier trabajo sobre los primeros años de la revolución neogranadina. Los gestores iniciales de aquella insigne labor fueron EDUARDO POSADA y PEDRO MARÍA IBÁÑEZ{26}. En los años siguientes continuaron investigando y escribiendo libros encomiables académicos de la talla de RAIMUNDO RIVAS{27}, JOSÉ MARÍA RESTREPO SÁENZ{28}, SERGIO ELÍAS QRTIZ{29}, HORACIO RODRÍGUEZ PLATA{30}, GUILLERMO HERNÁNDEZ DE ALBA{31}, ENRIQUE ORTEGA RICAURTE{32}, ALBERTO MARIMÓN{33} y JAVIER OCAMPO LÓPEZ{34}, entre otros. Con todo, al examinar el conjunto de dichas publicaciones resulta claro que la Academia Colombiana de la Historia continuó promoviendo una historia del interregno neogranadino bastante sesgada donde se privilegió una versión “nariñista” del período. ¿No es acaso significativo que los periódicos santafereños de los primeros años de la revolución hayan sido reeditados mientras que para leer las publicaciones de los federalistas el investigador debe dirigirse a la Biblioteca Nacional, en Bogotá? En efecto, La Bagatela ha sido editada en múltiples ocasiones y lo esencial de la Gazeta Ministerial de Cundinamarca fue reproducido en el Archivo Nariño. Entre tanto, el Argos Americano de Cartagena o el Argos de la Nueva Granada sólo pueden consultarse en microfilmes.


Felizmente, en las últimas cuatro décadas el panorama historiográfico de la revolución neogranadina se enriqueció de modo considerable. La renovación comenzó con dos irreverentes y esmerados libros de ARTURO ABELLA en los cuales por primera vez los próceres dejaron de ser estudiados por sus descendientes -como había sido el caso mayoritariamente en la Academia Colombiana de la Historia- y de ser analizados desde sus pedestales. En efecto, ABELLA no se limitó, como había sido costumbre desde finales del siglo xix, a enaltecer la imagen de los protagonistas de la revolución, sino que decidió explorar, además, las zonas sombrías de su pasado (amancebamientos, estafas, cupidiscencia, traición...), convirtiéndolos en verdaderos objetos de estudio{35}. En 1972 JUAN FRIEDE publicó un libro revolucionario en el cual señaló la necesidad de superar el falso estereotipo de la España sanguinaria, promovido hasta entonces por la “historiografía heroica” americana. Dando al mismo tiempo un ejemplo admirable de su propuesta, demostró que si no se estudiaba también al “contrincante” era imposible lograr una comprensión aceptable del proceso independentista{36}. Desde los años 8o RENÁN SILVA ha publicado diferentes obras que han contribuido a esclarecer muchos aspectos de la ilustración neograna- dina y del grupo de criollos eminentes que había de liderar a partir de 1808 el proceso revolucionario{37}. En 1991 GUSTAVO BELL LEMUS publicó un pequeño libro en el que incluyó dos artículos muy importantes sobre las relaciones del Estado de Cartagena con las autoridades británicas de las Antillas. Utilizando fuentes provenientes del Foreign Office, el autor mostró, primeramente, que las relaciones diplomáticas del interregno fueron entabladas en buena medida por los gobiernos provinciales y no por las autoridades de la Unión, y, en segundo lugar, que más que la búsqueda del reconocimiento, el propósito de los negocios exteriores fue la búsqueda de la protección inglesa{38}. La tesis de ALFONSO MÚNERA, entre tanto, contiene atinadas reflexiones sobre la importancia de la participación de las clases populares en el proceso revolucionario, así como sobre la imposibilidad de seguir estudiando la independencia exclusivamente desde el punto de vista santafereño. MÚNERA demostró satisfactoriamente que a finales de la época colonial persistían fuertes rivalidades regionales que no podían más que engendrar, durante la revolución, diversos proyectos políticos no siempre compatibles{39}. Casi al mismo tiempo, ARMANDO MARTÍNEZ GARNICA concluyó una novedosa investigación en la que denunció el anacronismo con que se ha estudiado tradicionalmente la llamada “Patria Boba” e insistió en la necesidad de estudiar el federalismo de aquellos años sin recurrir a los tópicos de la anarquía y el utopismo. MARTÍNEZ GARNICA propuso, en su lugar, una lectura de los acontecimientos a la luz de la compleja defensa de los fueros autonómicos, que propició enfrentamientos entre los viejos cabildos venidos a menos, las provincias y la élite de la corte virreinal de Santa Fe{40}. Más recientemente, SERGIO MEJÍA ha publicado dos libros muy importantes sobre la obra histórica de JOSÉ MANUEL RESTREPO y JOSÉ MANUEL GROOT, lo que permite leerlas ambas, más que nunca, de manera crítica{41}.


Al tiempo que se producía la importante renovación de la historiografía colombiana de la independencia, surgió en Estados Unidos y Europa una serie de trabajos que cambiaron para siempre la manera de estudiar el período. JOHN LEDDY PHELAN escribió en los años sesenta un libro magistral sobre la audiencia de Quito en el que analizó las frecuentes tentativas de aquel territorio durante el siglo XVII para conseguir una autonomía tanto política como económica en el seno del imperio. No obstante, los intereses locales no siempre eran compatibles con los proyectos de la Corona ni con la situación europea. Así, la búsqueda por parte de los quiteños de una conexión expedita con los mercados internacionales y de la emancipación del virreinato del Perú se vio frustrada entonces tanto por complejos juegos de intereses como por las pugnas internacionales que se tradujeron, en este caso, en la expansión portuguesa en el Amazonas y en la presencia de corsarios holandeses en el Pacífico{42}. A finales de los años setenta DEMETRIO RAMOS retomó la cuestión planteada por Phelan acerca de la difícil promoción de los territorios marginales del imperio en un excelente estudio sobre la independencia ecuatoriana. En dicho libro el historiador español demostró que sin la ayuda tanto de la geografía política como de una amplia perspectiva temporal y espacial, la comprensión de los acontecimientos revolucionarios sólo podía ser insatisfactoria. En efecto, la implementación de los viejos proyectos autonómicos de los quiteños -que una gran crisis económica había hecho indispensable- fue favorecida inesperadamente por la coyuntura de la guerra peninsular{43}.


A finales de los años setenta JOHN LEDDY PHELAN publicó otro libro fundamental acerca de la gran revuelta popular que conmocionó el virreinato neogranadino en 1781. Su análisis de aquel movimiento como una “crisis constitucional”, motivada por un reformismo borbónico agresivo e intransigente, y no en los usuales términos de una tentativa fallida de emancipación, ha resultado clave para la elaboración de esta tesis. En efecto, PHELAN dibujó los contornos de una cultura política basada en la negociación permanente entre los funcionarios de la monarquía y los súbditos de los territorios ultramarinos. En opinión del historiador norteamericano, tales transacciones solían resolverse en una conciliación que matizaba los deseos de la Corona según las circunstancias y los imperativos locales. Al ignorar estas leyes fundamentales no escritas, los funcionarios de la Corona frustraron la implementación del programa de reestructuración ideado por Carlos III y sus ministros{44}.


Investigaciones posteriores han confirmado la validez de las interpretaciones de PHELAN. ANTHONY MCFARLANE, en una admirable obra panorámica sobre el Nuevo Reino de Granada en el último siglo de la dominación española, ha insistido sobre el limitado impacto de las reformas carolinas en el virreinato{45}. Igualmente, la tesis de FEDERICA MORELLI sobre el período revolucionario en el Ecuador demuestra que los esfuerzos de centralización de la Corona se saldaron, contrariamente a lo proyectado, con una consolidación de los cuerpos intermedios. En lugar de debilitarse, la importancia de los diferentes actores territoriales no hizo más que acrecentarse durante el período independentista. De hecho, la coyuntura les permitió apropiarse de los recursos fundamentales de la administración de justicia y de la representación política{46}.


El principio hispánico de negociación permanente entre los súbditos y el soberano, estudiado por PHELAN, ha llamado la atención de otros autores. Según FRANGOIS-XAVIER GUERRA el carácter fundamental de la monarquía castellana residía precisamente en su carácter pactista, entendiendo por éste, tanto la relación de tipo contractual que ligaba al rey y a su reino, como el respeto de los fueros, privilegios y libertades de las diferentes comunidades que componían la Corona{47}. Hace apenas unos años, ANNICK LEMPÉRIÉRE, en su libro sobre la monarquía corporativa, se interesó igualmente por la cultura política hispánica de antiguo régimen, estructurada a partir de una concepción temperada de la soberanía: el rey y sus ministros, lejos de detentar el monopolio de la autoridad, gobernaban con el concurso de las numerosas asociaciones que representaban al pueblo en los centros urbanos. La moderación del poder real se traducía en la práctica en una negociación permanente entre el príncipe y las diversas comunidades y por un intercambio constante de favores y servicios, gracias y méritos. Estos presupuestos permiten demostrar a Lempériére que si las reformas borbónicas tuvieron exito en la Nueva España (un caso pues, diametralmente opuesto al neogranadino) fue porque, en lugar de ser víctimas de ellas, las corporaciones participaron activamente en su implementación{48}. Para el presente estudio, que versa sobre el pactismo neogranadino durante el período revolucionario, la arraigada tradición de negociación entre el soberano y las corporaciones de la monarquía posee la mayor importancia. En primer lugar, porque ella puede considerarse perfectamente como la matriz de la diplomacia provincial. En segundo lugar, porque la concepción temperada de la soberanía permite comprender el fracaso del modelo centralista en un virreinato fuertemente apegado al ideal pre-absolutista de la autoridad.


Los trabajos de FRANGOIS-XAVIER GUERRA significaron una profunda renovación del panorama historiográfico sobre las revoluciones hispánicas y han sido de mucha utilidad para la orientación de este trabajo. Se acoge aquí su interpretación de las independencias hispanoamericanas como el resultado de una crisis de origen externo que afectó a ese conjunto político multicomunitario de extraordinaria coherencia que era aún la monarquía castellana. La nación en la América española no puede, pues, ser considerada como un detonante de la fragmentación política del imperio, sino más bien como una consecuencia tardía de aquella formidable implosión. De hecho, a pesar de que en Cádiz -centro de la mutación revolucionaria- fuese adoptado el modelo francés de nación (asociación libre y soberana de individuos iguales), la idea moderna de pueblo soberano se tradujo en América en términos compatibles con la concepción tradicional de una monarquía plural. Así, la afirmación de la soberanía de los pueblos, es decir de las comunidades de tipo antiguo como los reinos, las provincias o las municipalidades, precedió allí con creces la definición de la nación{49}. Guerra señaló que en la América española ésta fue el resultado frágil y en buena medida aleatorio de la conclusión de pactos entre los pueblos. La intención de esta tesis no es otra que demostrar la validez de esta afirmación mediante el estudio del caso neogranadino.


Finalmente, para esta investigación han sido muy provechosos los trabajos históricos publicados en los últimos años sobre el ejército y las milicias de América de finales del período colonial. ALLAN KUETHE y JUAN MARCHENA FERNÁNDEZ se interesaron por el estudio de estas instituciones en el siglo XVIII y analizaron tanto las reformas de que fueron objeto, como la estructura que presentaban en vísperas de la revolución de independencia. Gracias a sus obras respectivas, hoy es conocida la insigne pequeñez de las fuerzas militares en América en 1808 y el influjo preponderante de los criollos en su seno{50}. Más recientemente, CLÉMENT THIBAUD publicó su tesis doctoral sobre los ejércitos revolucionarios de la Tierra Firme. Gracias a un acertado empleo del método prosopográfico, el gran relato nacional de los próceres dio paso en esta obra a un análisis social de las tropas insurgentes y a una lectura sutil de la transición del Antiguo Régimen a la modernidad política. Si en 1810 las juntas de gobierno se valieron de milicias, mientras que durante la Reconquista los rebeldes refugiados en los Llanos optaron por las guerrillas, y el Estado colombiano consolidado en los campos de Boyacá se empeñó en constituir legiones, es simplemente porque a cada forma de combate corresponde una concepción diferente de la revolución{51}. A pesar de que el presente libro se concentra en las negociaciones políticas del interregno, se ha procurado tener siempre presentes los factores militares no sólo porque entre ambos aspectos existe una relación dinámica, sino también porque la ausencia de verdaderos ejércitos en el Nuevo Reino de Granada al estallar la crisis monárquica explica en buena medida la manía negociadora que caracteriza al período aquí estudiado: en efecto, ninguno de los gobiernos en pugna tenía la capacidad de imponer sus razones por la fuerza. Siguiendo el camino trazado por THIBAUD en el ámbito militar, en esta tesis se ha intentado utilizar el conjunto de las negociaciones políticas como un observatorio fiable de las sucesivas mutaciones de la revolución neogranadina. Tanto la naturaleza de los comitentes, como la diginidad de los agentes o el propósito mismo de las misiones, indican de manera clara el tránsito de un tipo de insurgencia a otro. Como es lógico, un cabildo, una junta de gobierno, una corona, una república o una confederación rebeldes no podían concebir de la misma manera su relación con España y con las potencias europeas; del mismo modo que el emisario de un ayuntamiento, el diputado de una provincia o el plenipotenciario de un Estado en búsqueda de reconocimiento diplomático no podían obrar del mismo modo ni perseguir los mismos fines.


Tras haber echado un rápido vistazo a la producción historiográfica más relevante para la elaboración de esta tesis, es menester decir algunas palabras sobre las fuentes consultadas. Es cosa bien sabida que durante el período de La Reconquista desapareció buena parte de los documentos de la época. Ello se debió, de un lado, a la comprensible diligencia de los revolucionarios en destruirlos para evitar comprometimientos y, de otro, a las persecuciones del Ejército Pacificador, cuyo comandante en jefe declaró como subversivos los papeles de los rebeldes y amenazó con ominosos castigos a quienes los poseyesen y ocultasen. Los habitantes del virreinato fueron conminados a remitir a las autoridades restauradoras cualquier impreso o manuscrito relativo a la revolución. Una vez reunidos, los documentos fueron destinados a solemnes ceremonias de destrucción{52}. Este hecho, sumado a los sucesivos incendios de los archivos bogotanos, explica la pérdida irreparable de las actas de la Junta Suprema de Santa Fe o del Congreso de las Provincias Unidas, para no citar más que dos ejemplos eminentes. Por fortuna, numerosos documentos sobrevivieron a aquella época malhadada y pueden ser consultados en diversos archivos de Colombia y España. Entre todos, se destaca, por su riqueza, su diversidad y su estado de conservación, la fantástica colección que el historiador JOSÉ MANUEL RESTREPO reunió para escribir su Historia de la Revolución. En el Archivo General de la Nación, en Bogotá, se hallan dos fondos (Historia y Gobierno en la Sección Archivo Anexo) igualmente importantes para la historia del interregno neogranadino que, por lo demás, complementan muy bien los vacíos del Archivo Restrepo. Así mismo, en el Archivo General de Indias reposan, en perfecto estado de conservación, numerosos legajos en los que, por una parte, se pueden estudiar los prolegómenos de la revolución y los acontecimientos de la presidencia de Quito, y, por otra, confrontar ampliamente las versiones de los revolucionarios neogranadinos con las de los funcionarios monárquicos y los cabildos y súbditos regentistas. En la Real Academia de la Historia, en Madrid, son custodiados los papeles de Don PABLO MORILLO que contienen no sólo las causas de algunos de los más importantes líderes revolucionarios del Nuevo Reino, sino también, una colección única de documentos del interregno. La Biblioteca Nacional de Colombia alberga en su seno una extraordinaria colección de impresos de todo tipo que no se hallan en ningún otro lugar del mundo. En sus salas es posible estudiar la prensa de las provincias federalistas e innumerables folletos y hojas sueltas de particular interés. Los archivos departamentales y municipales de Colombia abrigan también un rico patrimonio. Ante la imposibilidad de visitarlos todos, hube de conformarme con los ricos fondos del Archivo Histórico de Antioquia y el Archivo Histórico de Medellín.


Al procesar la información disponible en la bibliografía y las fuentes descritas fue posible establecer un catálogo de 219 misiones políticas desempeñadas por 135 comisionados distintos: tal fue la armazón de este libro{53}. Con su ayuda, muy pronto resultó evidente que para prosperar y consolidarse la revolución no podía prescindir de sus agentes. Por lo tanto, seguir el rastro de cada uno de ellos significaba ir tras las huellas de los artífices de la mutación política; y examinar las tareas que les fueron encomendadas por sus comitentes cerca de los diferentes cabildos, juntas provinciales, Estados soberanos o potencias extranjeras, era seguir el curso mismo de la revolución, deteniéndose en sus vacilaciones, sus encrucijadas y sus transformaciones. Al cruzar la información disponible sobre los agentes de la revolución, se hicieron patentes los fuertes lazos que los unían y que hacían de ellos un grupo bastante compacto. En primer lugar, pertenecían a clanes familiares provinciales vigorosos que vinculaban entre sí. En segundo término, muchos de ellos eran comerciantes y por tal motivo poseían contactos en todos los rincones del virreinato. Por último, la gran mayoría de los agentes había estudiado en los colegios de Santa Fe, de tal forma que muchas de las asambleas celebradas durante el interregno eran, de hecho, una convención de maestros y condiscípulos. Este asunto -que por su complejidad amerita un estudio aparte- no será analizado en detalle en este libro{54}. Sin embargo, se estudiarán algunos casos que darán una idea del entramado que sustentó la política neogranadina de la revolución. Lo que importa dejar claro desde ya es que los ilustrados neogranadinos, al tiempo que pertenecían a las élites provinciales, conformaban un grupo selecto poseedor de una visión de conjunto del Nuevo Reino de Granada originada en su prolongada residencia en la corte virreinal. Con la invasión de la Península por parte de las tropas napoleónicas y las subsecuentes abdicaciones de BAYONA, este grupo, ya de por sí influyente, se hizo poderosísimo. Además de convertirse en los enlaces entre unas provincias que se sabían débiles y pobres, eran los mejores abogados del Reino y, en consecuencia, eran los únicos poseedores de un saber jurídico de excepción sin el cual era imposible escapar de la anarquía. Las guerras napoleónicas convirtieron a los abogados neogranadinos (que la dinámica del imperio destinaba a empleos mediocres) en los agentes políticos de la revolución o -lo que es lo mismo- en los intermediarios entre los intereses locales y la necesidad de refundar el Reino. Las arduas gestiones emprendidas por los ilustrados neogranadinos durante el interregno son el objeto de las páginas siguientes.


***


Para elaborar los mapas que ilustran este libro, se tomó como punto de partida el de Colombia ejecutado por BRUÉ en 1825. Tal elección se explica, de una parte, por el deseo de evitar todo anacronismo y, de otra, porque facilitó sensiblemente la introducción de datos recogidos en el curso del trabajo de investigación. En efecto, dicho mapa parece haber sido construido a partir de descripciones geográficas muy cercanas a las que solían hacer los ilustrados neogranadinos. El método adoptado fue el siguiente: tras haber ampliado el mapa para ajustarlo a las necesidades de esta tesis (omitiendo así los territorios que excedían el marco geográfico del virreinato, como los del Brasil) se procedió a la elaboración y digitalización de los que aquí se presentan. Finalmente, fue necesario calcular una escala, puesto que el mapa de BRUÉ carecía de ella.


Algunas reflexiones se imponen en lo concerniente a las fuentes utilizadas para delimitar los territorios provinciales que constituyen el fundamento del presente trabajo cartográfico. En el Archivo de Indias se hallan varios mapas de finales del siglo XVIII correspondientes a algunas provincias neogranadinas de Neiva-Mariquita{55}, Popayán, Cartagena y Riohacha. En la Biblioteca Nacional de Colombia se encuentra también el mapa de Antioquia que realizó el joven JOSÉ MANUEL RESTREPO para ilustrar el trabajo científico que sobre aquella provincia publicó en el Semanario. En lo relativo a los territorios de Tunja, Socorro y Pamplona, la fuente utilizada fue el expediente sobre la creación de estos dos últimos corregimientos en 1791{56}. No está de más señalar que fueron confrontados todos los datos enumerados aquí con las informaciones proporcionadas por el resto de las fuentes que sustentan esta tesis. Fueron especialmente útiles las listas de parroquias, villas y ciudades elaboradas por la administración del virreinato en la segunda mitad del siglo XVIII{57}. Así mismo, de mucho provecho resultaron otros documentos producidos esta vez por los revolucionarios (por ejemplo, las listas de las localidades representadas en los diferentes Colegios Electorales y Constituyentes). Finalmente, es bueno señalar que las autoridades del Socorro incluyeron los límites de su provincia en las instrucciones confiadas al diputado del Reino a la Junta Central (1809){58}, y que en la Constitución de Cartagena (tít. 2, art. 5.°) hay una descripción bastante completa del territorio de dicho Estado.


En cuanto a las provincias venezolanas se siguió esencialmente el mapa que C. PARRA PÉREZ incluyó al final de su obra clásica sobre la Primera República; y sobre las de Quito se utilizaron las informaciones proveídas por los libros de CARLOS MANUEL LARREA{59}, PILAR PONCE LEIVA{60} y especialmente JEAN-PAUL DELER{61}. Para establecer los límites de esta Audiencia, la fuente fue el mapa elaborado por el ingeniero FRANCISCO REQUENA en 1779. Finalmente, en lo tocante al istmo de Panamá, se recurrió al Atlas de la América Central de CAROLYN HALL y HÉCTOR PÉREZ-BRIGNOLI{62}.


Quisimos distinguir, en los mapas que se ofrecen a continuación, los territorios de los Llanos de San Martín y de la provincia de Santa Fe (o Cundinamarca como se llamó a partir de 1811), y ello muy a pesar de la relación de dependencia que ligaba los primeros a la capital del Reino. La razón de dicho proceder es sencilla: al agregar el territorio de San Martín -tan extenso como despoblado- a la minúscula jurisdicción de la capital virreinal, se corría el riesgo de dar una imagen desfasada de ésta y de su verdadero peso en el contexto de la Tierra Firme. Es bueno señalar al respecto que si no se pusieron fronteras al este del territorio de los Llanos de San Martín y al sur de la Guayana fue porque ellas eran desconocidas en la época de la revolución. Es bueno indicar, por ultimo, que para elaborar el mapa de Colombia la fuente utilizada fue la que levantó el mexicano JOSÉ LANZ bajo la dirección de JOSÉ MANUEL RESTREPO, publicada en el Atlas que acompañó la primera edición de la Historia de la revolución (1827).
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PRIMERA PARTE



La Disolución del Reino


“[…] aunque la España llegara a perderse, nosotros somos invencibles por nuestra situación local, como no haya viles traidores que nos vendan. Si llega ese infeliz caso, nosotros recibiremos con los brazos abiertos a nuestros hermanos los españoles y jamás juraremos a otro que a FERNANDO VII y por su muerte al de su dinastía llamado a la sucesión por las leyes fundamentales de la


Monarquía".


“En todos tiempos suena mal cualquier movimiento de insurrección, pero en los presentes será más infame la vileza después que todos hemos jurado a FERNANDO y que se ha derramado tanta sangre por sentarlo


en el trono".


Cartas de D. JOAQUÍN CAICEDO Y CUERO a D. VICENTE DE ROJAS 


(Cañasgordas, julio 27 y agosto 12 de 1809), BHA, vol. XCVI, n.° 845 (2009).





CAPÍTULO I 


La diplomacia constitutiva




Entre 1810 y 1816 -es decir, el tiempo comprendido entre la deposición de las autoridades virreinales y la llegada del Ejército Expedicionario- los revolucionarios neogranadinos, que rechazaban la idea de una república “una e indivisible”, crearon una docena de entidades soberanas e independientes. Conscientes de los peligros que las acechaban, buscaron confederarse al mismo tiempo con el fin de rechazar las invasiones extranjeras e impedir el surgimiento de un tirano en el Reino. El conjunto de las negociaciones entre los diferentes gobiernos neogranadinos estaba sustentado en las doctrinas del derecho de gentes. Dicha noción, proveniente del Ius gentium romano, se aplicó desde el siglo xvii al derecho encargado de presidir las relaciones entre los Estados{63}. Así, con el establecimiento de correspondencia oficial entre los diferentes gobiernos, el envío de ministros públicos, los auxilios militares y la firma de tratados de alianza y amistad, se consolidó en la Nueva Granada una diplomacia que puede ser llamada provincial o constitutiva. Su objetivo primordial era remediar la disolución del Nuevo Reino de Granada y restablecer los lazos sociales que se habían despedazado con la deposición de las autoridades virreinales. Este interesante proceso, truncado violentamente con la llegada de don PABLO MORILLO, es el que se analiza en el presente capítulo.



SOBERANÍA Y REPRESENTACIÓN



En 1808, la resistencia contra NAPOLEÓN dio origen a la revolución en el mundo hispánico porque, habiendo desaparecido la legitimidad real, la única manera de justificar la insurrección era apelar a la soberanía del reino, del pueblo o de la nación. Pero, ¿quién debía gobernar y en nombre de quién? Las juntas insurreccionales, erigidas en la Península en medio del tumulto, eran poderes de facto, sin ningún precedente legal, y tenían, por lo tanto, una representación muy imperfecta. Además, la dirección de la guerra y las negociaciones diplomáticas exigían la unidad de mando. Para dar legitimidad a las nuevas autoridades era necesario, pues, convocar a Juntas Generales, Congreso o Cortes. Pero, ¿cómo representar a la sociedad? ¿Como una nación unitaria o como una monarquía plural?, ¿como un conjunto de individuos iguales o como una suma de comunidades políticas antiguas? Los problemas de la soberanía y la representación, y por lo tanto de la naturaleza de la sociedad, dominarían a partir de entonces la escena política de la monarquía española, tanto en la Península como en América{64}. En la práctica, con la erección de la Junta Central el 25 de septiembre de 1808, la lógica representativa imperante fue de tipo tradicional, esto es, corporativa. En efecto, dicho organismo se compuso de dos delegados de cada una de las juntas insurreccionales de la Península: la nación española se concebía, pues, a sí misma como un conjunto de comunidades políticas particulares. Al extender a los reinos americanos la representación en la Junta Central, a comienzos de 1809, fue aún la sociedad de Antiguo Régimen la llamada a elegir sus diputados. Éstos, a pesar de representar una capitanía general o un reino entero, recibieron poderes e instrucciones de cada uno de las provincias que habían participado en su escogencia. FRANGOIS-XAVIER GUERRA señaló con razón esta ambigüedad que hacía de un miembro de la Junta Central -partícipe, por tanto, del poder soberano-, un procurador de tipo antiguo, ligado a sus comitentes por el mandato imperativo{65}.


Un motín en Sevilla obligó a los vocales de la Junta Central a renunciar a sus cargos y a transferir su autoridad a un Consejo de Regencia. Las desigualdades notorias en la representación acordada a América por las nuevas autoridades peninsulares, provocaron en 1810 la ruptura entre los dos pilares de la monarquía{66}. Los debates sobre la representación que habían tenido lugar en la Península desde las abdicaciones de Bayona, se producirían de nuevo del otro lado del Atlántico, en cada uno de los virreinatos y capitanías generales, como se verá a continuación. Es necesario señalar que, previamente al proceso estudiado por GUERRA de constitución de una entidad suprema (la Junta Central), las diferentes juntas insurreccionales mantuvieron relaciones recíprocas y se despacharon comisionados.


¿Cuál era la naturaleza de estos representantes de la soberanía fragmentada? Si las misiones cumplidas por los diputados de los gobiernos de Galicia, Asturias y Sevilla en Gran Bretaña son consideradas con justicia como diplomáticas, ¿por qué no pueden caracterizarse del mismo modo las negociaciones entre las juntas soberanas de la Península? Hay que tener en cuenta que estas comisiones incluyeron en algún momento a la Junta de Oporto y que se trató incluso de componer alianzas parciales entre entidades, que como lo muestra precisamente el caso americano, hubieran podido convertirse en nuevos Estados, de acuerdo con los resultados de la guerra contra el invasor y los diversos intereses en lucha{67}.


Es menester ahora dirigir la mirada a lo sucedido en América a partir de 1810. Para ello resulta ideal la tesis de GENEVIÉVEVERDO sobre la revolución de independencia en el Río de la Plata, donde se estudian en detalle los conflictos generados por la retrocesión de la soberanía, o más precisamente, por las disputas acerca de su ejercicio. La década estudiada por la autora, primera de la revolución, fue el escenario de una ardua oposición entre dos concepciones de la representación política difícilmente conciliables: la defendida por los revolucionarios de Buenos Aires, antigua corte virreinal y heredera de un poder “vertical”, y la reivindicada por algunos líderes provinciales, que ponían en duda la preeminencia de la capital y abogaban por la creación de una confederación de pequeñas repúblicas. ¿Cuál había de ser el verdadero sujeto de la representación? ¿Los pueblos, con la resultante multiplicación de los centros de poder y la dispersión de la soberanía; o el pueblo, en singular, según el paradigma de la Revolución Francesa, compuesto de individuos autónomos{68}? A pesar del conflicto, las élites bonaerenses consiguieron no sólo imponer la revolución, sino también erigirse en autoridad suprema hasta la disolución del Congreso de Córdoba en 1821. ¿Cómo lo consiguieron? Esencialmente, gracias al mecanismo de la delegación. En efecto, el envío de representantes por parte de las ciudades del interior permitió a las autoridades de Buenos Aires durante una década legitimar el poder revolucionario y frustrar el surgimiento de las soberanías provinciales. ¿Por qué razón las ciudades del piedemonte andino del Río de la Plata despacharon puntualmente sus diputados y no renegaron de la obediencia a Buenos Aires como lo hicieron Paraguay y la Banda Oriental? Dicho de otro modo, ¿por qué triunfó durante diez años la opción centralista sobre la atractiva conquista de la autonomía? A lo largo de su tesis, VERDO demuestra que la conducta de estos territorios durante la revolución sólo puede explicarse como el producto de adhesiones razonadas e incesantes negociaciones. Así pues, el establecimiento de relaciones de tipo pactista entre Buenos Aires y las ciudades subalternas del interior evitó el fraccionamiento total del antiguo virreinato y permitió legitimar las nuevas autoridades{69}.


Pero, ¿cuál era la naturaleza de la representación en el Río de la Plata durante la primera década de la revolución? Según GENEVIÉVEVERDO el período se caracteriza por una representación ambigua, de tipo híbrido, que semeja la esbozada por Guerra para la Junta Central. De acuerdo con las tradiciones de antiguo régimen, los diputados eran apoderados de su comunidad, y estaban encargados de defender sus intereses, ciñéndose a los límites del mandato imperativo que recibían al iniciar su misión. No obstante, la peculiaridad de las circunstancias los revestía, al mismo tiempo, de un poder constituyente. Por ello, las facultades que se les concedían eran tan amplias como para permitirles tomar parte en los debates y comprometer a sus comitentes en los proyectos políticos adoptados en el seno de las asambleas. La tarea de defensa de los intereses de la comunidad coexistía pues, con una función “nacional”, según la cual los diputados representaban, además, el bien común que trascendía los intereses locales por ser relativo al conjunto de las provincias. No debe sorprender el que estas prácticas (tradicionales y modernas) convivieran en conflictiva yuxtaposición, pues eran tributarias de las disputas ya esbozadas acerca de la soberanía y la elección del modelo político que debía presidir la fundación del nuevo Estado{70}.


Es importante tener en cuenta queVerdo limitó su estudio a las intendencias que permanecieron durante aquellos años bajo la obediencia de Buenos Aires, esto es, a Córdoba, Mendoza, Salta y Tucumán. Quedaron así por fuera de la investigación no sólo la Banda Oriental, el Alto Perú y Paraguay, sino también las provincias del litoral (Santa Fe, Corrientes y Entre Ríos) que a partir de 1814 adhirieron al proyecto confederativo de JOSÉ GERVASIO ARTIGAS. Este hecho es muy importante: el encuadre escogido para los análisis, al centrarse en unas provincias predominantemente dóciles, sólo podía dar cuenta de ciertos tipos de representación, necesariamente diversos a los que se presentaron en territorios donde la soberanía de los pueblos fue reconocida y practicada. Algo similar ocurre con los límites temporales de la investigación: el ocaso de la autoridad de Buenos Aires significó el surgimiento de pequeñas soberanías, y en consecuencia, de nuevas relaciones entre las antiguas provincias del virreinato del Río de la Plata. Esos nuevos vínculos y las formas de representación que engendraron, no se encuentran, pues, en la obra de VERDO. Hay más. Siendo el propósito de la autora mostrar la manera en que Buenos Aires impuso su autoridad a las demás ciudades y el modo en que consolidó, mantuvo y perdió finalmente su legitimidad, la figura del representante al Congreso o la Asamblea Constituyente capturó toda su atención. Por ello la dignidad de “emisario”, a pesar de estar tan presente en las contiendas políticas de aquellos años, no pudo gozar de los exámenes y análisis que tan provechosos hubieran sido a este estudio{71}.


Así pues, si bien ha sido estudiado el complejo surgimiento de una soberanía y una representación de tipo moderno, tanto en la Península como en la América española, aún está por hacer el análisis de las relaciones que mantuvieron mutuamente en el mundo hispánico los diferentes gobiernos que se proclamaron soberanos. Para estudiar la representación de tipo horizontal, el interregno neogranadino (1810-1816) ofrece quizás el mejor campo de análisis. Antes de entrar de lleno en el tema, permítaseme anotar que el fenómeno de la diplomacia entre provincias está indisolublemente ligado a la revolución. En efecto, si bien los cabildos habían mantenido desde la Conquista relaciones políticas entre sí, éstas no pueden ser calificadas como diplomáticas pues el derecho de despachar embajadores es inseparable de la soberanía{72}. Lo propio puede decirse con relación a los procuradores que, con el título de Embajador, despachaban a la corte algunas ciudades del imperio. Tal era el caso, según refieren diversos autores, de Mesina y Catania en Sicilia, y también al parecer -según me ha referido GEORGES LOMNÉ- de la ciudad de Quito. Tales agentes no eran Ministros Públicos, pues no gozaban de los privilegios del derecho de gentes y estaban sometidos a la jurisdicción ordinaria como el resto de los súbditos. En estos casos el apelativo de Embajador era, pues, un mero privilegio, y en ese sentido se trataba de un título vano{73}.




DIPLOMACIA PROVINCIAL 


Durante los primeros años de la revolución, el caso del Nuevo Reino de Granada contrasta fuertemente con el de las “Provincias desunidas” del Río de la Plata. Ello a pesar de las innegables similitudes existentes entre ambos territorios: virreinatos de creación reciente, tanto el uno como el otro eran espacios más bien marginales en el contexto del imperio, y de escasa cohesión, por haber sido conformados a partir de comunidades provenientes de procesos de conquista y colonización diversos. ¿Cómo explicar, entonces las diferencias mayúsculas que se presentaron a partir de 1810? En efecto, la “pirámide de las obediencias”, como la llama Verdo, no resistió en el Nuevo Reino el embate de la revolución y se desmoronó en muy pequeños fragmentos en los meses que siguieron a la deposición de las autoridades virreinales. Las razones de tan distinto acontecer se hallan sin duda en la geografía política. Primeramente, la revuelta comunera de 1781 había provocado el entierro de la reforma de las intendencias que habría significado el establecimiento de una jerarquía territorial más sólida{74}. En segundo lugar, en el virreinato del Nuevo Reino de Granada había una menor desproporción entre la capital y las demás ciudades importantes. Quito, Cartagena y Popayán tenían pocas razones para aceptar la preeminencia natural de Santa Fe, después de la caída del virrey. La consolidación de la supremacía de Buenos Aires en el Río de la Plata se había producido gracias a su liderazgo durante la guerra anglo española{75}. La autoridad de la capital del virreinato del Nuevo Reino de Granada no se había beneficiado con acontecimientos de esta naturaleza. Antes bien, su influencia menguó en momentos críticos pues la iniciativa revolucionaria correspondió a Quito en 1809 y al año siguiente fue asumida por Cartagena, Pamplona y Socorro. Por tales motivos, si algo quedó claro desde mediados de dicho año fue precisamente la negativa de las provincias a reconocer a Santa Fe como cabeza natural del Reino.


La junta allí creada el 20 de julio pretendió ser suprema, mas fracasó en sus propósitos porque no consiguió que las cabezas de gobernación y corregimiento adhirieran a ella. Este fracaso fue seguido por la creación de juntas provinciales que dieron lugar, poco después, a una docena de Estados que se declararon soberanos e independientes. Todos ellos contaban con reglamentos que fijaban las normas para elegir a través del sufragio indirecto, a los miembros de las asambleas legislativas provinciales{76}. La naturaleza de éstos coincide, sin duda, con la de los diputados de la Junta Central y las asambleas rioplatenses de la primera década, es decir, a la vez apoderados tradicionales de sus comunidades y representantes en general de la entidad política.


De manera paralela a esta representación de los pueblos existió por aquellos años en el Nuevo Reino otra muy diferente relativa a las provincias. En efecto, a partir del momento en que éstas se proclamaron soberanas, sus relaciones mutuas se transformaron en negocios diplomáticos. Ya en 1809 la efímera Junta de Quito había dado primicias de ello al despachar legaciones en dirección a Popayán, Cuenca y Guayaquil, con el fin de lograr su adhesión, y al enviar oficios a los cabildos de Lima y Santa Fe en los que propuso la creación de una confederación. Del mismo modo, en abril del año siguiente, la Junta de Caracas había enviado agentes a las capitales de las provincias que componían la Capitanía General deVenezuela. Gracias a tal arbitrio, consiguió propagar la revolución política por la mayor parte del territorio{77}. Sin embargo, en ambos casos se trató de fenómenos marginales. En Quito, como es sabido, la Junta Suprema duró escasamente tres meses. En Venezuela, entre tanto, si bien el régimen revolucionario sobrevivió dos años, la construcción de un gobierno general fue poco dispendiosa, lográndose promulgar, sin mayores tropiezos una constitución que otorgaba a las provincias una autonomía reducida{78}.


Por el contrario, en el Nuevo Reino de Granada durante seis años, que comenzaron a correr en julio de 1810 con la erección de las las diferentes juntas provinciales, se produjo un cambio radical en las relaciones entre las provincias, que se convirtieron, a partir de ese momento, en relaciones exteriores. Estas nuevas concepciones quedaron plasmadas en las instituciones revolucionarias: la Junta Suprema de Santa Fe, al dividirse en secciones, creó la de “negocios diplomáticos interiores y exteriores o del poder ejecutivo”. Imitando sin duda a los capitalinos, la Junta de Antioquia llamaba también a su secretario del poder ejecutivo “del Despacho Universal y relaciones exteriores{79}”. Inclusive la diminuta Junta de Timaná en Garzón tuvo a bien crear una sección de “negocios diplomáticos{80}”. La Corona de Cundinamarca en su constitución, expedida el 4 de abril de I8II, se reservó “el derecho de negociar o tratar con las otras provincias o con otros Estados”. Esta situación debía mantenerse no sólo en caso de que llegara a realizarse un Congreso con las provincias del Nuevo Reino o con las demás de la Tierra Firme, sino también a pesar de que se convocaran las Cortes del Imperio español (art. 20, tít. I; art. ii, tít. III). Al reformar la constitución a mediados del año siguiente, las autoridades de Cundinamarca mantuvieron la idea de que las relaciones con las provincias del Reino debían seguir lineamientos diplomáticos y mandaron que el presidente del Estado, al final de su mandato, diera “razón de todas las negociaciones políticas que en su tiempo se hayan hecho, sea con Estados de América o con los extraños, y expresará el resultado que hayan tenido estas negociaciones” (art. 36, tít. V).


La adopción del Acta de Federación, en noviembre de 1811, que creó las Provincias Unidas de la Nueva Granada, no significó, en lo esencial, ninguna modificación en la naturaleza de las relaciones entre los diferentes gobiernos. De hecho el artículo 43 los autorizó a suscribir “tratados de amistad, unión, alianza, comercio, etc.”, para lo cual deberían contar tan sólo con la expresa noticia y aprobación del Congreso. En consecuencia, la Constitución del Estado de An- tioquia de 1812, determinó que el presidente llevaría “las correspondencias y relaciones, así interiores como exteriores” y que ajustaría “los tratados y demás negociaciones que convenga hacer con los otros Estados del Reino, y que por el Acta de Federación no se reserven al Congreso General” (art. 30, secc. I, tít. IV). Del mismo modo, la primera Constitución del Estado de Cartagena encargó al presidente el mantenimiento de las comunicaciones y de la correspondencia “con todos los Estados dentro y fuera de la Unión”, le ordenó contar con la aprobación de la Legislatura para emprender negociaciones con cualquiera de los Estados miembros de la confederación y le mandó instruir a su sucesor en el gobierno de la provincia “del estado de sus relaciones exteriores y de las negociaciones y tratados pendientes o ajustados en los términos que permite el artículo 43 del acta federal” (art. 8°, tít. V; art. 22, tít. VI; art. 35, tít V). En 1813 el mismo gobierno emitió una declaración según la cual a la secretaría de Estado correspondería despachar “todo lo perteneciente a relaciones exteriores, bien sea con los demás Gobiernos de la Nueva Granada, o con las potencias extrangeras, en los casos y términos en que pueda hacerlo, sin contravenir a lo dispuesto en el pacto federal{81}”.


Ni siquiera las reformas introducidas en 1814 al acta federal, de innegable corte centralizador, introdujeron variantes en esta concepción que hacía de las relaciones interprovinciales, relaciones exteriores. La Constitución del Estado de Neiva, sancionada el 31 de agosto de 1815, mandó en su artículo 7.°, título IV: “En representación del Estado por lo respectivo a las relaciones exteriores, el Gobernador mantendrá sus comunicaciones y llevará su correspondencia con todos los Estados de la Unión”. Por el artículo 19, ordenó igualmente al encargado saliente del Poder Ejecutivo instruir al Estado en pliego separado “de sus relaciones exteriores, y de las negociaciones y tratados pendientes ajustados en los términos que permita el artículo 43 del Acta Federal”. Igual artículo figuraba en la constitución del Estado de Mariquita, promulgada dos meses antes (art. 16, tít. XI).


Podría pensarse que estas reglamentaciones, por corresponder a dos pequeñas provincias que se dotaron tardíamente de constituciones, son apenas una prueba del desfase que mediaba entre ellas y las demás, que habían renunciado ya a las vanas prerrogativas de las soberanías minúsculas en beneficio de un gobierno general de amplias facultades. Sin embargo, hay documentos que demuestran de manera indubitable que incluso los Estados más importantes de la Unión continuaron despachándose mutuamente ministros públicos. En este sentido resulta harto elocuente la misión que ANTONIO VILLAVI CENCÍO, a la sazón gobernador de Tunja, despachó cerca del Estado de Cundinamarca -recién incorporado a las Provincias Unidas- para exhortarlo a expulsar a los españoles que permanecían en aquella provincia. JOSÉ MIGUEL PEY, en su calidad de máxima autoridad de Santa Fe, dispuso entonces que el teniente de gobernador IGNACIO DE VARGAS, acompañado de un ciudadano benemérito, saliese a recibir a una legua de distancia “al Enviado de Su Excelencia Ciudadano Presbítero FRANCISCO JAVIER TORRES, anticipando una manifestación del aprecio con que aceptaba la embajada que a nombre de esa República dirigía Vuestra Excelencia{82}”.


En conclusión, puede afirmarse que la revolución significó la transformación de las relaciones entre las provincias neogranadinas. Este importante cambio trajo consigo el surgimiento de un nuevo tipo de representantes: los ministros públicos. Este hecho era una consecuencia lógica de la proclamación de la soberanía, y de la asunción por parte de los Estados provinciales de todos sus atributos, entre los cuales ocupaba un lugar eminente el derecho de hacer la paz y la guerra, y por consiguiente, el de despachar agentes diplomáticos{83}. Las fuentes de la época demuestran abundantemente que los negocios políticos de las provincias se confiaban a sujetos que tenían la dignidad de ministros públicos. Es el momento de citar algunos ejemplos. El Estado de Antioquia solicitó en 1812 a su similar de Cundinamarca la admisión del coronel JOSÉ MARÍA GUTIÉRREZ como su enviado para la compra de cuatro o seis piezas de artillería. Las autoridades de Santa Fe accedieron gustosas a la demanda como una prueba de “amistad y buena inteligencia”. Mas durante la segunda guerra civil, embargaron todas las propiedades del enviado lo que provocó una reclamación de las autoridades de Antioquia y una airada respuesta por parte del presidente de Cundinamarca{84}. Ella resulta de sumo interés porque demuestra claramente que para los políticos neogranadinos del interregno, los diputados, comisionados y enviados estaban revestidos de la dignidad de ministros públicos. En efecto, ANTONIO NARIÑO, intentando justificar el embargo hecho a las propiedades del citado coronel Gutiérrez, remitió a JOSÉ MIGUEL DE RESTREPO, a la sazón presidente de Antioquia, un fragmento de Las Instituciones Políticas del Barón de BIELFELD:


El mismo derecho de gentes, que establece la seguridad de los Ministros Extranjeros, debe también asegurar al Príncipe, o Gobierno del País acerca de quien se hallan enviados, de cualquiera atentado que pudieran formar contra la persona de su Soberano, o contra la Autoridad que se reconoce en ellas. ¿Qué sería de los Reyes, de los Estados y de los Pueblos, si fuese lícito a los demás Soberanos enviar asesinos, perturbadores de la tranquilidad pública y gentes capaces de tramar designios siniestros en un País, con caracter de Ministros públicos y que pudiesen a la sombra de esta dignidad cometer delitos impunemente, violar los deberes más sagrados y hacer temer la muerte a los Príncipes? En un lance semejante todo Soberano se halla con facultades de arrestar a un Ministro Público; de castigarle con el mayor rigor, y de condenarle a muerte, si lo requiriese el delito. Hay otras ocasiones de menor consecuencia que, a la verdad hacen perder al Ministro público las prerrogativas de su carácter, en que, no obstante, conviene obrar con más circunspección para con su persona. Muchas veces se descubre un delito proyectado antes de llegar a efectuarse y, en este caso, se toma el partido de arrestar al Ministro, y enviarle a su Soberano. Un Ministro debe reflexionar mucho lo que hace y no excederse jamás de los límites de las funciones de su empleo; si esto se verifica pierde ipso facto el caracter de que se halla revestido{85}.


La respuesta del presidente de Antioquia no se hizo esperar, e incluyó otra cita de las Instituciones Políticas del BARÓN DE BIELFIELD (traducción de LA TORRE{86}) que le venía como anillo al dedo para dar cuenta de su decisión de no recibir a don PEDRO GROOT y a don MANUEL PARDO OTÁLORA, enviados de NARIÑO para promover la reunión de una Gran Convención:


Como los Soberanos no pueden separarse del gobierno de los Estados para tratar por sí mismos con otras potencias, no les ha quedado mas arbitrio que el de enviarse recíprocamente Ministros públicos que manejen sus mutuos intereses. De ahí nace, en virtud del derecho de gentes, la precision de recibir un Ministro público que envía a nuestra Corte otro soberano. Esta prerrogativa, que no se puede disputar por lo comun a un ministro de esta naturaleza, se halla limitada por algunas excepciones. Tres causas legítimas pueden darnos el derecho de recusar a un Embajador, o a un Ministro. La primera deriva de aquél que envía un Ministro, la segunda de la persona del mismo Ministro, y la tercera del objeto de su comisión. No es obrar contra el derecho de gentes el no admitir un Ministro que viene de parte de un enemigo armado contra nosotros o de un Príncipe de quien hay motivos para recelar los efectos de un resentimiento o de alguna sorpresa{87}.


Las mismas concepciones se encuentran en el otro extremo del Reino. En efecto, a finales de octubre de 18ii la recién constituida Junta de Popayán nombró al Doctor JOAQUÍN DE CAICEDO “agente diplomático”, confiriéndole plenos poderes para tratar con el gobierno de Quito. El nombramiento no podía ser más acertado por cuanto el obispo Cuero, quien lo presidía, era tío del enviado. El objeto de la comisión era “establecer relaciones internacionales y reclamar las barras de oro llevadas por [el gobernador] TACÓN de la Casa de moneda de Popayán{88}”. Se sabe lo que aconteció durante las conferencias, el 9 de abril del año siguiente, gracias a un relato de MANUEL JOSÉ CAICEDO, testigo presencial, quien refirió años más tarde que su hermano


Entabló la negociación y para tratar de ella se constituyó una asamblea numerosa compuesta de las autoridades, empleados, corporaciones y padres de familia. En ella pronunció Joaquín un discurso asombroso y por lo que me consta improvisado, haciendo ver hasta la evidencia la justicia de la reclamación [apo]yada por el honor de aquel gobierno y por la política que demandaba la unión de ambos Gobiernos en una [junta] común a ambos y a todos los de América{89}.


La acogida tributada al representante de la Junta de Popayán cerca del gobierno quiteño, muestra que la novedad diplomática se injertó en las instituciones tradicionales. La recepción del ministro público, acto eminente de soberanía, corrió por cuenta, no del gobierno revolucionario, sino de una asamblea a la que concurrieron también los vecinos y los cuerpos de la ciudad. El paradigma del cabildo abierto se mantenía, pues, más allá de las mutaciones políticas. Tal hibridación, aunque sui generis, no implica contradicción, puesto que el ejercicio de la soberanía era independiente de la institución de formas modernas de gobierno.


Podría pensarse que el envío de ministros públicos durante los años del interregno fue un asunto circunscrito a las provincias más ricas e ilustradas. Sin embargo, incluso los gobiernos de la periferia se proclamaron soberanos y, siguiendo el ejemplo de Santa Fe o Cartagena, despacharon también agentes diplomáticos. El oficio de protesta que la Junta de Pore -o Casanare- escribió a las autoridades de Guayana, a comienzos de mayo de 18ii, lo demuestra:


Entre las negras y vergonzosas acciones cometidas por el Patrón de la Piratería BoNAPARTE, no se encuentra ninguna en que se diga que haya robado y despojado absolutamente a ningún Correo ni a ningún Embajador, ni se lee tampoco que haya dado orden de que se ejecute esta tiranía con los correos o embajadores que de las Provincias extrañas o amigas se dirigen a él; no ha alcanzado hasta allá la infamia de este Político; esta vergüenza estaba reservada para el Gobierno de la desgraciada Guayana, porque habiendo esta Suprema Junta vencido todas las dificultades que se le aparejaban para conseguir la unión y alianza con esa Provincia, mandamos segundo embajador con oficio político lleno de cariño y amor dirigido a esa Suprema Junta, que creíamos que existía, y habiendo llegado al Pueblo de Caicara de esa Provincia de Guayana, vuestro comandante OROZCO le puso en estrecha prisión y practicó con tanta viveza y exactitud el registro, que no se le escaparon ni aun los medios que llevaba en el bolsillo, y por todo importó trescientos cinquenta y cinco pesos, incluso el valor de la piragua de la que también fue despojado{90}.


La Junta de Casanare, blanco habitual de las burlas de NARIÑO, quien la señalaba como el prototipo de las ridículas e impotentes soberanías provinciales{91}, la Junta de Casanare, digo, despachaba también ministros públicos. Lo propio hicieron durante el interregno otros gobiernos de frontera, como Nóvita y Citará. Los políticos de Pore, una ciudad en la periferia del Reino, enviaron pues embajador cerca del gobierno de Guayana, en Venezuela, con el fin de suscribir pactos de alianza. Desde el punto de vista geográfico nada resultaba más lógico, puesto que ambas provincias hacían parte de la cuenca del Orinoco y podían comunicarse con alguna facilidad sirviéndose de sus innumerables afluentes. La conveniencia de la unión, era pues evidente. Lo que sorprende al lector moderno es la imagen del embajador en piragua a través de las inmensas soledades de los Llanos. La misión diplomática, acto de representación del soberano y por definición ostentación de poderío, no podía desarrollarse, tratándose de Pore más que con un harto limitado esplendor. Cabe señalar también otro aspecto fundamental que contiene la airada protesta del gobierno del Casanare. Allí, como en numerosos documentos de índole político correspondientes al período de que nos ocupamos, se establece un paralelo inmediato entre la Tierra Firme y el continente europeo. La pretensión de fundar una confederación de pequeñas repúblicas, que debían corresponder a las provincias del Antiguo Régimen, estaba inspirada en la necesidad de establecer un equilibrio duradero que hiciera imposible el surgimiento de un tirano ambicioso como NAPOLEÓN. Esta idea es verdaderamente uno de los tópicos del período, y se encuentra también en el oficio citado. Allí los Estados europeos son asimilados a provincias, como las del Reino y Venezuela, porque unos y otras tenían en común, más allá de su poderío o su riqueza, el ser cuerpos políticos. No era este un paralelo descabellado. J. G. A POCOCK ha señalado que a finales del siglo XVIII Europa era descrita en ocasiones como una “república federal” o una “confederación”. El empleo de tales términos aludía a los grandes tratados -Westphalia, Utrecht, París- que ligaban los Estados del continente con el fin de prevenir el surgimiento de una monarquía universal y constituir un “sistema de equilibrio{92}”.


Concepciones como las del gobierno del Casanare procedían directamente del derecho de gentes, que guiaba la conducta recíproca de los gobiernos revolucionarios del Nuevo Reino. En los documentos del interregno los publicistas son invocados abundantemente y la necesidad de ceñirse a sus dictámenes y de acomodarse a las actuaciones de las “naciones civilizadas” aparece por doquier. Por ello los gobiernos revolucionarios acudían a asesores juristas en cuestiones que por su novedad resultaban arduas y controvertidas. Así por ejemplo, en octubre de 1810, las autoridades de la auto proclamada provincia de Girón, en guerra entonces con su matriz Pamplona, pidieron dictamen sobre los puntos siguientes al Doctor PEDRO SALGAR, cura de aquella ciudad y al mismo tiempo “profesor del derecho”:


Primero, si en virtud del pacto social, debe el gobierno defender a sus dependientes y vindicar los agravios que se les infieran por otros. Segundo, si es medio lícito y practicado en las naciones cultas el pedir rehenes que aseguren el desagravio. Tercero, si no queriéndolos prestar sus agresores voluntariamente, se les pueden exigir y tomar por la fuerza. Cuarto, si en caso de resolverse estos puntos por la afirmativa, habrá lugar en el presente en que los Alcaldes de la parroquia de Pielacuesta han aprisionado y extraído ignominiosamente a D. FÉLIX RAMÓN MANTILLA, nuestro alcalde del sitio de los Santos, que se hallaba cumpliendo religiosamente el juramento y obligaciones contraídas con este gobierno y esta sociedad{93}.


La idea de la consulta era acertar en las deliberaciones, uniformar la opinión pública y “desimpresionar a los que por error o ignorancia” desconocieran la justicia de las medidas que fueran adoptadas. El Doctor SALGAR respondió con base en “los publicistas de mejor concepto”, entre los cuales citaba a HEINECCIO, comentarista de HUGO GROCIO. Este caso permite constatar (una vez más) que los políticos de la revolución concebían las relaciones entre las provincias neogranadinas como exteriores, por lo que podía aplicarse a ellas lo dicho por los tratadistas del derecho de gentes con respecto a las relaciones entre las naciones.


Al producirse la revolución el cuerpo diplomático español se componía de dos tipos de agentes: los embajadores, destinados a “las cortes de las grandes Potencias” o a “las de Familia”, y los de segunda categoría, esto es, los “Ministros Plenipotenciarios con el título de Enviados Extraordinarios{94}”. Por los anteriores ejemplos se ha visto cómo los gobiernos revolucionarios del Nuevo Reino despacharon igualmente ministros públicos con títulos de enviado y embajador. La dignidad de plenipotenciario se confirió no sólo a los ministros encargados de firmar tratados de paz al fin de las guerras civiles, sino también a los agentes que debían participar en la creación e instalación del Congreso General del Reino. No obstante, es necesario agregar a estas denominaciones los términos sinónimos de diputado y comisionado, que se emplearon de manera predominante para referirse a los ministros públicos durante el interregno neo- granadino. Este hecho ha contribuido, sin duda alguna, al desconocimiento de su verdadera naturaleza. En efecto, dichas voces designaban, tradicionalmente, a la persona nombrada por un cuerpo o comunidad para ejecutar un encargo cualquiera. La palabra diputado, además, se aplicaba a los apoderados de las villas y ciudades, y a partir de 1808 comenzó a emplearse en todo el mundo hispánico para nombrar los miembros de las juntas, Cortes y congresos{95}.


Algunos tratados diplomáticos de los siglos xvii y xvm coinciden con estas definiciones restrictivas. Según FRANÇOIS DE CALLIÈRES y NICOLAS DÉMEUNIER, por ejemplo, los términos de diputado y comisionado se aplicaban tan sólo a los sujetos empleados por un príncipe cerca de sus súbditos, o inversamente, y por lo tanto no podían considerarse como ministros públicos ni gozar de los privilegios que acordaba a éstos el derecho de gentes{96}. Otros publicistas, por el contrario, reconocían entre las diferentes categorías de ministros públicos las de diputado y comisionado. WICQUEFORT, por ejemplo, admitía que lo era aquel que con dichos títulos fuera enviado por un soberano cerca de un príncipe o república{97}. Lo mismo afirma OLMEDA Y LEÓN, cuya obra figuraba en la biblioteca de NARIÑO y era enseñada en Quito{98}.


CORNELIS VAN BYNKERSHOEK refiere que el Emperador de Alemania enviaba frecuentemente ministros públicos provistos de plenos poderes con el título de Comisionado. Los Estados Generales de las Provincias Unidas de los Países Bajos, entre tanto, solían despachar Diputados Extraordinarios (Extraordinaris Gedeputeerde){99}. No obstante, por ser un término poco conocido en las demás naciones, “ha habido con frecuencia dificultades acerca de la manera en la que debían ser recibidos y agasajados. Sin embargo, más allá de las diversidades que existan en el título la cosa es la misma{100}”. El Barón de BIELFELD, que como se ha visto era también conocido en el Reino, concede al término diputado un uso más amplio, recordando sin duda que también era empleado por las ciudades hanseáticas:


Cuando una ciudad u otro pequeño Estado libre envía algún miembro de su senado u otra persona de consideración cerca de una gran potencia, ya sea para cumplir con algún deber, ya para cuidar de sus intereses, reciben el nombre de Diputados. Tan solo se les considera como ministros públicos de tercera categoría, a pesar de lo cual los grandes monarcas les conceden a menudo audiencia pública y están bajo la protección del derecho de gentes del mismo modo que los Embajadores{101}.


En efecto, en la Europa de la segunda mitad del siglo xviii se distinguían tres categorías de ministros públicos, de acuerdo no sólo con la dignidad de los Estados que los despachaban sino también con la de aquellos que los recibían. Existía pues una jerarquía de la representación a la que correspondían tratamientos y honores diferentes, fundados, por supuesto, en el poderío de sus comitentes{102}. Sin lugar a dudas, los políticos neogranadinos del interregno eran conscientes de esta jerarquía. JUAN GARCÍA DEL RÍO, quien había sido secretario de la legación de las Provincias Unidas en Londres, se refería aún en 1829 a aquella concepción dieciochesca al afirmar en su Meditación cuarta: “... un rey puede ser representado por sus embajadores; una pequeña república por sus diputados{103}”. Sin embargo, más allá de las definiciones dadas por los publicistas europeos, lo que permite realmente precisar el carácter de los diputados-comisionados es la naturaleza de su misión y los documentos que les eran otorgados por sus mandatarios. Sin ninguna duda, tenían calidad de agentes diplomáticos cuando ejecutaban actos de soberanía, y estaban provistos, en consecuencia y de acuerdo con su dignidad, de cartas credenciales, en lugar de poderes de tipo privado como los procuradores tradicionales. Así mismo, se les confiaban instrucciones, compuestas, por lo general, de cláusulas ostensibles y secretas. Finalmente, se les acordaba la protección del derecho de gentes y se les rendían los honores propios a su dignidad{104}.


De manera hipotética podría afirmarse que si los gobiernos revolucionarios del Nuevo Reino utilizaron casi exclusivamente ministros de segunda (enviados, plenipotenciarios) y tercera (diputados, comisarios) categoría en sus relaciones recíprocas, ello se debió al hecho de que se trataba en realidad de soberanías solidarias, pues procedían todas ellas de la del rey cautivo. Poseedoras de tan sólo un fragmento de soberanía, las provincias no podían aspirar a despachar embajadores, por ser éstos representantes en el más alto grado de la “persona del príncipe y de la majestad del trono{105}”. Las dignidades de diputado y comisionado corresponderían, pues, mejor que las demás categorías de agentes diplomáticos, a las soberanías fernandinas. Quizás por la misma razón se emplearon estos términos durante aquellos mismos años, para designar los miembros de las legaciones enviadas por los gobiernos rebeldes a los Estados Unidos y Europa.



EMISARIOS, ESPÍAS Y PARLAMENTARIOS



Queda pues clara la naturaleza que poseían los comisionados, diputados, enviados, encargados de negocios y plenipotenciarios del interregno. Entre ellos y los representantes de Colombia cerca de las potencias extranjeras unos años después, hay una filiación incontestable. Algunos, como PEDRO GUAL, JOSÉ MARÍA GÓMEZ DE SALAZAR, TIBURCIO ECHEVERRÍA o JOSÉ FERNÁNDEZ MADRID, ocuparían en tiempos de BOLÍVAR puestos diplomáticos en los Estados Unidos y Europa. No obstante, es preciso aclarar que todo agente despachado por un gobierno revolucionario no era necesariamente un ministro público. Un buen ejemplo de lo dicho son los emisarios, caracterizados por ejercer una representación secreta, esto es, carente de cualquier documentación oficial que diera fe de su misión o respaldara sus acciones{106}. En virtud de tales circunstancias, dichos agentes eran el instrumento de las intrigas y las conspiraciones. En un primer momento fueron fundamentales para la propagación del movimiento revolucionario en el Nuevo Reino: se sabe que los miembros del partido novador de Santa Fe enviaron o disponían de emisarios en ciudades como Cartagena y Santa Marta. De hecho, la creación de juntas en la mayor parte de las provincias neogranadinas se explica difícilmente sin su silenciosa labor. En el interior de las diferentes gobernaciones y corregimientos existieron también, sin duda, agentes sin carácter público que aseguraron la convergencia de los cabildos a la hora de establecer los congresos provinciales que habían de asumir las tareas de los funcionarios depuestos. Los emisarios fueron también en buena medida los responsables de las agregaciones de las parroquias, villas y ciudades que se separaron de sus capitales provinciales para incorporarse al Estado de Cundinamarca. De manera oficiosa comunicaban a los notables locales o a los miembros de los ayuntamientos las ventajas de la segregación y ofrecían el respaldo de los ejércitos de Santa Fe ante cualquier intento de agresión por parte de sus antiguas matrices. Los emisarios se distinguen fácilmente de los espías por cuanto ejercían una misión activa de la que no estaban exentas las negociaciones. Por el contrario, el papel de éstos se reducía a una atenta pasividad orientada a obtener informaciones celosamente atesoradas. El órgano más apreciable de los espías era por definición el oído que les permitía enterarse de los secretos sin entrar en indagaciones, es decir, sin poner en riesgo sus personas. Ello es a tal punto cierto, que en el Nuevo Reino, durante el interregno, se les dio con frecuencia el nombre de “escuchas”.


Finalmente, entre los agentes de los gobiernos revolucionarios que carecían de la dignidad de ministros públicos, es necesario mencionar a los parlamentarios. Éstos estaban encargados de la transmisión de las comunicaciones en tiempos de guerra y por ello eran muy próximos a los ejércitos y a la oficialidad militar, que con frecuencia los despachaba. Si bien no estaban revestidos de una dignidad diplomática, sí estaban protegidos por el derecho de gentes. Sin embargo, para ser cobijados por él debían respetar algunas reglas, como por ejemplo, abstenerse de presentarse ante las autoridades enemigas en ademán hostil. Precisamente, por haber contravenido los parlamentarios de Cartagena en 1814 la observancia de esta ley y haberse presentado armados o escoltados en Santa Marta, FRANCISCO DE MONTALVO, Capitán General del Nuevo Reino, afirmó que sólo su moderación le había impedido castigar a los conductores de pliegos pasándolos por las armas. Por ello advirtió a las autoridades de Cartagena que en adelante no recibiría parlamentario alguno que no llegase desarmado y en un buque solo{107}. Tampoco podían estos agentes ser cobijados por la “solemne garantía” que les acordaban hasta “los pueblos más bárbaros” si procedían a la intimación de una plaza que no se encontrara rigurosamente sitiada. Por haber incumplido tan elemental convención, el teniente coronel JOAQUÍN PALACIO -que se encontraba al servicio del Estado de Cartagena- fue detenido en Riohacha en el mes de febrero de 1813. Por ser su condición la de reo de Estado y no la de prisionero de guerra, el gobernador de Santa Marta hizo caso omiso de las protestas del presidente MANUEL RODRÍGUEZ TORICES que denunciaba una violación del derecho de gentes{108}.


En una revolución como la hispanoamericana donde un gobierno legítimo y reconocido por “el concierto de las naciones” combatía las pretensiones autonomistas de múltiples Estados en ciernes, el papel de los parlamentarios era fundamental. En efecto, por regla general, los funcionarios españoles no admitieron las negociaciones con los agentes diplomáticos de los rebeldes por considerar ilegítimas las nuevas soberanías que representaban. El sólo hecho de admitirlos hubiera implicado ya un reconocimiento tácito a todas luces inconveniente. En esas condiciones, correspondía a los parlamentarios la gestión de las comunicaciones entre los magistrados de la Regencia y las autoridades revolucionarias.



LAS ASAMBLEAS DEL REINO



La deposición de las autoridades virreinales en julio de 1810, creó un problema que convenía resolver cuanto antes. ¿Cómo mantener la unidad del Reino más allá de la ruptura? ¿Cómo evitar las incidencias de la revolución política sobre la integridad del cuerpo social? Este asunto era capital y así lo entendieron los miembros de la Junta Suprema de Santa Fe. En consecuencia, uno de sus primeros cuidados fue invitar a cada una de las provincias a elegir y despachar a la capital un diputado que la representase. La unión de todos ellos debía componer un gobierno provisional en el cual la junta depositaría su autoridad. La principal tarea de la asamblea sería la de convocar las Cortes del Reino, entendiendo por ellas la reunión de los delegados de todos los ayuntamientos{109}. La falta de liderazgo político de Santa Fe, que cedió a Cartagena, Pamplona, Socorro y Tunja la iniciativa revolucionaria, hizo imposible la creación de una verdadera junta suprema como la que había pretendido establecerse en Sevilla en 1808 o como las que se crearon después en Caracas o Buenos Aires. Por haber surgido demasiado tarde, la junta de la capital neogranadina no pudo imponerse como heredera del poder virreinal ni exigir la subordinación de las provincias a cambio de una representación inofensiva{110}. A pesar de titularse Suprema, la junta de Santa Fe fue apenas poco más que una Junta Provincial, gracias al reconocimiento que le tributaron las autoridades de los pueblos de Tunja, Neiva, Mariquita y el Chocó.


Si la convocatoria expedida el 29 de julio por el gobierno revolucionario de Santa Fe equivalía en la práctica a la formación de una Junta Central ello era porque, del mismo modo que en la Península en 1808, se trataba esencialmente de restaurar la cohesión del cuerpo político tras la fragmentación de la soberanía. Por ello, en su seno todas las provincias debían tener la misma voz, independientemente de su tamaño, de su población, de sus luces o de sus riquezas. Como se sabe, el gobierno de Cartagena, en su famoso manifiesto del 19 de septiembre, se opuso al plan de la Junta Suprema. En cambio pidió adoptar la población como principio de la representación y propuso la elección de un diputado por cada cincuenta mil habitantes. Además, se mostró a favor de erigir un Congreso General, formado según el sistema federativo, en lugar del gobierno provisional ideado por la Junta de Santa Fe. Finalmente, la reunión de los diputados debía tener lugar, no en la capital virreinal, sino en alguna población de la provincia de Antioquia{111}. Don ANTONIO NARIÑO, quien entonces se encontraba en Cartagena, se mostró contrario a estas propuestas arguyendo, en cuanto a lo primero, la ausencia de padrones confiables y la tardanza excesiva que generarían las elecciones. Se opuso, así mismo, a la constitución inmediata de un gobierno general basándose en la muy defectuosa representación de las juntas provinciales, a cuya creación no había concurrido el pueblo soberano. Por último, descartó la provincia de Antioquia como sede del Congreso por considerar que éste debía reunirse en el centro de las luces y el poder del Reino. En su opinión, pues, eran mucho mejores los principios establecidos el 29 de julio, según los cuales cada provincia debía enviar tan solo un diputado a la ciudad de Santa Fe para crear una asamblea provisional{112}.


El resultado final sería una mezcla de ambas propuestas: se mantuvo el principio de representación de la calidad de provincia propuesto por la Junta Suprema de Santa Fe, mas la mayor parte de los gobiernos revolutionarios adhirieron a la propuesta de Cartagena, en lo tocante a conformar una asamblea federativa y no una junta central. A finales del año (22 de diciembre) se instaló el Congreso del Reino con un número muy limitado de representantes, los cuales, si bien declararon su independencia del “Consejo titulado de Regencia en Cádiz”, juraron sostener los derechos de FERNANDO VII{113}. Los diputados, sin duda por representar gobiernos soberanos, estaban provistos de credenciales e instrucciones, y tenían plenos poderes. Representaban exclusivamente a sus respectivas provincias, y no a la totalidad del Nuevo Reino. Carecían, pues, de esa función “nacional”, que según VERDO, era uno de los componentes de las delegaciones rioplatenses de la época. Según este modelo, el Congreso del Reino era concebido, en principio, como una reunión de ministros públicos. La polémica generada por la admisión de los diputados de las provincias auto proclamadas, así lo demuestra. El Doctor CAMILO TORRES, representante de Pamplona, señaló al respecto que una cuestión tan ardua sólo podía ser resuelta por la totalidad de los representantes del Reino y no por aquella asamblea que no era verdaderamente un Congreso, sino una “Confederación de las Provincias{114}”.


Según la opinión de TORRES, que pasaba por ser uno de los hombres más ilustrados del Reino, la reunión de plenipotenciarios era defectuosa por no estar presentes todos los delegados de las provincias neogranadinas. Sólo cuando esto ocurriera y la representación del Nuevo Reino fuera verdaderamente legítima, las discusiones podrían tener validez y materializarse en políticas comunes en lo tocante a la guerra, la hacienda, al arbitraje de las disensiones interprovinciales, o inclusive en un tratado que creara un verdadero órgano de gobierno supremo. No era el representante de Pamplona el único en pensar de ese modo. El Doctor EMIGDIO BENÍTEZ, cuya dudosa legitimidad como representante de Sogamoso había llevado a TORRES a retirarse de las negociaciones, también se pronunció en el mismo sentido. BENÍTEZ declaró que la separación del congreso del diputado de Pamplona era arbitraria a más de ofensiva, “lo que entre naciones cultas se tiene por rompimiento y declaración de guerra{115}”. Según se desprende de esta afirmación, los diputados asimilaban su asamblea a los congresos diplomáticos que en ocasiones extraordinarias reunían a los representantes de los Estados europeos. El Reino era concebido como un conjunto de territorios autónomos y no como una unidad natural: por ello la pasada obediencia al virrey no bastaba para restaurar la cabeza del cuerpo social que debía surgir por el contrario de un acuerdo político entre soberanos. A diferencia, pues, de una junta central que hubiera significado, como lo indica el caso de la Península, el fin de las soberanías provinciales, la alternativa del Congreso permitía crear una institución que sin ser suprema fuera superior. Los vínculos establecidos entre la asamblea y los gobiernos no serían de índole vertical, sino horizontal, puesto que se trataba de crear un espacio político donde los diferentes gobiernos pudieran negociar y acordar medidas generales.


El primer Congreso del Reino tuvo tan sólo dos meses de vida. Su limitada existencia se explica en la práctica por el rechazo del diputado de Tunja y por la torpe decisión de admitir en su seno representantes de provincias consideradas ilegítimas, como Nóvita, Sogamoso y Mompox. Por contrariar las instrucciones precisas que habían recibido de sus comitentes, este hecho causó el retiro de los diputados de Pamplona y Mariquita. Además, la admisión de “diputados espurios”, llevó a la Junta Suprema de Santa Fe a desautorizar a su representante, e indujo a provincias importantes como Cartagena a abstenerse de participar en el congreso{116}. Sin embargo, tras el naufragio de la asamblea, se esconden dos polémicas de suma importancia que generaron dos desacuerdos fundamentales: en primer término, la discusión acerca de cuál era la naturaleza que debía tener el Congreso del Reino y, en segundo lugar, quiénes eran, a finales de 18io, los depositarios legítimos de la soberanía. Veamos.


Los diputados del Congreso que siguieron sesionando a pesar de la deserción del representante de Pamplona, pensaban que en la asamblea debía residir el poder soberano, es decir, que una vez instalado el cuerpo que componían se había producido un traspaso y una acumulación de la autoridad suprema. Por ello decretaron el 4 de enero estar revestidos de un carácter inviolable: ni siquiera las mismas juntas provinciales que los habían elegido tenían la potestad de removerlos de sus empleos{117}. Según esta concepción, los diputados no estaban sujetos al mandato imperativo y poseían una representación “sin limitaciones”. En resumen, tal y como afirmó MANUEL BERNARDO ALVAREZ, no pudiendo ser los miembros del Congreso meros agentes o procuradores, sus dictámenes debían ser enteramente libres y las opiniones de sus comitentes, meramente instructivas{118}. En abierta rebeldía con los pareceres de los gobiernos del Reino, que se habían decidido por un congreso federativo, los congresistas propendieron por el establecimiento de una junta central que estuviera por encima de los gobiernos provinciales{119}. La tentativa estaba condenada al fracaso pues sin el concurso de éstos el poder del Congreso sólo podía ser ilusorio, como sucedió, en efecto.


Las discusiones acerca de la naturaleza del Congreso eran una consecuencia lógica de otra cuestión verdaderamente ardua: tras la deposición de las autoridades virreinales, ¿cuál era la unidad de base de la soberanía? ¿Los pueblos o las provincias? Tal era en últimas la cuestión de fondo que se escondía tras la polémica generada por la admisión de los representantes de provincias auto- proclamadas. En efecto, dos bandos sobresalieron claramente en aquellos días. El primero de ellos defendía la tesis según la cual con la prisión de FERNANDO VII se habían disuelto todas las lealtades, incluso al interior de las provincias, por lo que cada ciudad, villa o pueblo tenía derecho a decidir su futuro. Este partido era comandado por ANTONIO NARIÑO, secretario del Congreso, y sostenido por su tío MANUEL BERNARDO ALVAREZ, representante de Santa Fe, y por el pariente de ambos IGNACIO DE HERRERA, delegado de Nóvita. Igualmente apoyaban este punto de vista MANUEL DE CAMPOS, y ANDRÉS MARÍA ROSILLO, representantes, respectivamente, de Neiva y Socorro. Aquella concepción de la soberanía tenía serios inconvenientes de tipo práctico pues, ¿cómo fijar qué trozos de la sociedad tenían derecho a ser representados? ¿Qué era en definitiva un Pueblo y qué se requería para obtener esa dignidad? SAMUEL PUFENDORF, ampliamente conocido en el Reino, al examinar la cuestión a finales del siglo XVII, había admitido que no existía una regla general que determinara cuántos padres de familia se requerían para formar uno. En su opinión, toda comunidad que tuviera una soberanía particular, aunque estuviera formada por un pequeño número de ciudadanos, era un Pueblo{120}.


El gobierno de Cartagena era consciente de los peligros que entrañaba una denominación tan equívoca. Ella, en efecto,


...se acomoda a todo lo que se quiere, y es tan pueblo para todo la pequeña unión de un puñado de hombres miserables que existan reunidos en cualquier lugar de la tierra, como un conjunto de un crecido número de habitantes, tal, cual generalmente se necesita para constituir un Gobierno regular y adecuado a las necesidades y conveniencia de las sociedades políticas, y a la seguridad y tranquilidad de los confinantes{121}.


Era necesario, pues, distinguir entre el pueblo como fundamento abstracto de la soberanía y las sociedades capaces de ejercerla. Sólo aquellas lo suficientemente ricas, extensas, pobladas, fuertes e ilustradas tenían derecho a conformar un gobierno que asumiera interinamente las facultades del rey cautivo. Por el contrario, el triunfo de la tesis defendida por el grupo encabezado por NARI- ÑO significaría la ruptura de las lealtades territoriales, y el ejemplo dado por Sogamoso, Nóvita, Mompox o Girón, al encontrar el respaldo del Congreso, se generalizaría. La disolución trascendería la obediencia debida por las villas y ciudades segundonas a la capital provincial, y terminaría afectando también a los sitios, partidos y aldeas. Por eso, para muchos políticos, la defensa y la consolidación de las entidades provinciales era el único remedio para salvar al Reino de la anarquía. Las abdicaciones de Bayona no podían significar, de ningún modo el regreso a un estado presocial. Como afirmó JOSÉ ACEVEDO Y GÓMEZ,


Sólo los espíritus exaltados por las pasiones o encadenados por la ignorancia podrían sostener que la libertad pública adquirida en este Reino remonta al estado primitivo de la naturaleza. Este sería el mayor de los absurdos porque ya no podemos prescindir de la idea de la propiedad, y es preciso respetar los pactos tácitos o expresos que ligan al hombre con el hombre, a un pueblo con su cabecera y a ésta con su matriz, para que el ciudadano conserve su libertad, su seguridad y su propiedad{122}.


Para este partido las poblaciones no tenían ninguna posibilidad de escapar a una jerarquía considerada como trascendente, formada por lazos más sólidos y de naturaleza distinta a los que ligaban las provincias entre sí. La refundación del Nuevo Reino debía hacerse no a partir de añicos y astillas, sino con cuerpos políticos consolidados. Según este punto de vista, la sociedad precedía el contrato social, que ligaba gobernantes y gobernados, mas en ningún caso a los hombres entre sí, cuyo destino era vivir juntos. El contrato permitía pues, agrupar colectividades, distinguiéndolas según sus privilegios respectivos, lo que hacía posible el establecimiento de un orden sobre el cual podía fundarse la autoridad. En consecuencia, la disolución del pacto no podía significar el fin de la sociedad sino tan sólo la supresión de la forma que revestía la asociación. La ausencia del rey no modificaba, pues, en absoluto la existencia de las comunidades políticas{123}. Por el contrario, para ANTONIO NARIÑO y los demás partidarios del establecimiento de una junta central, la prisión de FERNANDO VII había significado un peligroso retorno al estado de naturaleza. La única manera de precaver la anarquía era sustituir al monarca por otra cabeza que ejerciera la autoridad y preservara al cuerpo político de la disolución total.


El fracaso del primer Congreso y las primeras operaciones militares que aplastaron las disidencias, tuvieron como resultado el surgimiento de las provincias como intermediarios necesarios y legítimos entre los pueblos y el Reino. En efecto, la aparición de gobiernos rebeldes en cada una de ellas demuestra que en 1810 las provincias no eran territorios consolidados. Sin embargo, siguiendo el ejemplo de Cundinamarca, cada una de las provincias revolucionarias promulgaría, a partir de I8II , una o varias constituciones, cambiando el poder provisional de las juntas por instituciones estables de duración indefinida. Estas soberanías legalmente constituidas serían las que concurrirían, por intermedio de sus plenipotenciarios, al segundo Congreso del Reino. La casa del representante de Cundinamarca MANUEL BERNARDO ALVAREZ, que había sido nombrado presidente de la corporación, fue la escogida para la realización las reuniones preparatorias. Allí, entre otras cosas -según cuenta RESTREPO, presente en las sesiones- fueron examinados los poderes de los representantes y suplentes{124}. El oficio dirigido por el Doctor JUAN NEPOMUCENO AZUERO, diputado de los Llanos de Casanare, al presidente del Congreso (6 de noviembre de I8II), permite constatar la naturaleza de los representantes provinciales:


 


Una voz vaga, un rumor sordo, sembrado diestramente en los corrillos, me acusa de haber llevado conmigo a una mujer casada. La obra de mis adversarios, se tiene por un testimonio irrefragable, dan aviso a mi Gobierno, calificándome indigno de la representación. El cielo que vela sobre la inocencia, me ha justificado sin que por mi parte haya hecho cosa alguna. Acabo de recibir un oficio en que me previene mi junta que sin pérdida de tiempo haga uso de los poderes y manifieste a los Señores Diputados residentes en Santafé, que no varían el nombramiento.


Hasta ahora no se ha declarado la continuación del Congreso que comenzó en el mes de diciembre del año pasado, y cuyas sesiones se interrumpieron por los motivos que son bien públicos a todo el Reino. La concurrencia de los Señores Representantes a la casa de Vuestra Excelencia, no sale de la esfera de una conversación familiar, que no puede dictar leyes, ni poner tachas a los Plenipotenciarios de Gobiernos independientes: su objeto se termina en la calificación de los poderes por el canje entre todos ellos. Repeler directamente la persona, descubrirle faltas, tiznar su honor con las más negras calumnias y fulminar la sentencia de su expulsión, sin conocimiento de causa, sin oír al Representante, es un atentado. ¿Quién los ha hecho jueces antes de la instalación del Congreso, quién les ha dado autoridad para que conozcan en puntos que únicamente tocan al Gobierno de una Provincia Soberana? Si ahora se nos presentara un Cónsul de la Gran Bretaña se le podría responder que era indigno del encargo por ser concubinario? El derecho de gentes y una razón ilustrada abominan semejantes procedimientos{125}.


El alegato del sacerdote AZUERO -quien a propósito había ya suscitado ese tipo de rumores{126}- es importantísimo pues muestra que nuevamente, y de manera aún más definida, las provincias confiaron su representación a ministros públicos. Por ello el representante de una de las provincias más pobres del Reino no tenía empacho en compararse con un dignatario de Su Majestad Británica: más allá de la riqueza y el poderío de su comitente, él también representaba a un soberano. Al final de su comunicación y como para mayor abundamiento, AZUERO demostraba la pertinencia de sus reivindicaciones apuntando que “el excelentísimo señor Presidente Don ANTONIO NARIÑO, que obra sin preocupación [esto es, sin prejuicios], me ha pasado oficio, en fecha 25 del próximo pasado octubre, confesando que la garantía me compete como representante con arreglo al derecho de gentes{127}”.


Al examinar las bases de la unión de las provincias del Reino se encuentran de nuevo los mismos principios. En efecto, los representantes-diplomáticos constituyeron nada más y nada menos que una sociedad de sociedades a la luz del derecho de gentes y la crítica que de él había hecho la filosofía de la Ilustración{128}. El Acta de Federación redactada por el Doctor CAMILO TORRES, revestió la forma de un tratado suscrito por los diferentes diputados, que debía ser ratificado posteriormente por sus gobiernos respectivos{129}. Por medio del pacto fue fundada una confederación con el título de Provincias Unidas de la Nueva Granada, conformada por Estados que se reconocían como iguales, independientes y soberanos, y que se garantizaban “la integridad de sus territorios, su administración interior y una forma de gobierno republicana{130}”. Para conservar sus derechos y dirigir los medios y recursos, los plenipotenciarios provinciales constituyeron, en virtud del artículo io.°, un Congreso al que otorgaron “las altas facultades de hacer la paz y la guerra, levantar ejércitos, imponer contribuciones para sostenerlos, celebrar tratados y mantener todas las grandes relaciones internacionales, así con las potencias europeas como con la Silla Apostólica”{131}.


Sin embargo, ya se ha referido cómo, a pesar de la entrada en vigor del Acta de Federación, las relaciones diplomáticas entre las diferentes provincias del Reino continuaron. Además, Cundinamarca y las provincias de Quito permanecían por fuera de la confederación. La creación de la confederación tampoco fue óbice para que Cartagena enviara diputados a Jamaica, Estados Unidos y Francia. Pero, ¿qué sucedió con los delegados al Congreso de las Provincias Unidas? ¿Siguieron siendo como en el momento de la firma del tratado de alianza, ministros públicos? Hay que anotar, primeramente, que la instalación del Congreso sólo podía tener lugar tras la ratificación del tratado de alianza. La guerra civil retrasó, además, la inauguración de las sesiones hasta el 4 de octubre de 1812. Entre tanto, los diputados que habían firmado el Acta de Federación, a pesar de actuar de mancomún, no formaban un cuerpo: sus voces eran las voces unidas de las provincias que representaban. Por ello, sin duda, ANTONIO NARIÑO en carta a CORTÉS MADARIAGA el 22 de mayo de 1812, se refirió a “los ganzos diplomáticos de las Soberanas Provincias{132}”. En este sentido son harto ilustrativos los incidentes ocurridos en el mes de marzo. Los diputados firmantes del Acta de Federación, que se hallaban entonces en Ibagué, protestaron por la agregación que Cundinamarca había hecho del territorio de Garzón, perteneciente a la provincia de Neiva. El presidente NARIÑO se negó a dar cualquier contestación mientras no le fuera precisado bajo qué aspecto se dirigían a él,


[...] si como un cuerpo legal y legítimamente constituido ya, que ejerce la Suprema Potestad sobre este Estado, o como unos Embajadores, Enviados o Plenipotenciarios de sus Provincias para venir a inculcar y exigir razón de las Providencias de este Gobierno que hasta ahora no conoce Superior alguno{133}.


La respuesta de los diputados, molestos por las intrigas del presidente de Cun- dinamarca y sus suspicacias, permite definir con precisión la dignidad de que se hallaban revestidos antes de la instalación del Congreso:


Nada puede inferirse que induzca a creer que los presentes Diputados Representantes de las Provincia hayan tomado otro carácter, ni menos inculquen, ni exijan razón de las Providencias de un Gobierno que hasta ahora no conoce superior alguno, comoVuestra Excelencia se sirve también expresarles [...] Tampoco se miran como Embajadores, Enviados, o Plenipotenciarios, porque no tienen cerca de quién, entre unas Provincias hermanas que componen un solo todo y una gran familia{134}.


Los representantes de las provincias soberanas, se miraban pues como diputados, mas estaban “revestidos verdaderamente de plenos poderes” con el fin de consolidar la unión del Reino, y sus comitentes les habían encargado “sus más preciosos derechos”. Precisamente bajo ese aspecto de su representación, agregaban los diputados, Nariño les había hecho varias consultas. En una ocasión, por ejemplo, les había preguntado


[...] qué debería hacer una Provincia con otra que violaba para con ella el derecho de gentes, suponiendo haber hecho esto el Gobierno de Cartagena cuando retenía los fusiles conducidos por Don PEDRO DE LA LASTRA; pues no teniendo los presentes diputados la calidad de Consejeros del Estado de Cundinamarca, tampoco se hallaban en el caso de responder, sino como medianeros que han procurado conciliar desde el principio los intereses de las Provincias con la moderación que acostumbran.


En el mismo concepto, y reconociendo su carácter, inquirió Vuestra Excelencia, cuando el comandante de las armas de aquella Provincia D. JOSÉ MIGUEL PEY se quejó de haberlo insultado Don Juan NEPQMUCENQ AZUERQ, que se decía estar nombrado de Diputado de los Llanos, si era cierta tal diputación, o si estaba admitido entre nosotros para proceder o no contra él.


El mismo NARIÑO, pues, había reconocido que los diputados estaban revestidos de la dignidad de ministros públicos, al considerarlos intermediarios válidos entre los Estados neogranadinos, y al reconocerles, como en el caso del representante de Casanare, la inmunidad propia a sus funciones. Sin embargo, por ser delegados de las provincias de un mismo Reino, y constituir en ese sentido una familia, los representantes no se consideraban como embajadores o enviados.


¿Qué sucedió tras la instalación del Congreso? ¿Cambió la naturaleza de la representación de los diputados provinciales? Según el artículo 52 del Acta de Federación, los diputados debían considerarse más como representantes de la Unión en general, que de ninguna Provincia en particular. Sin embargo, es indudable que en la práctica continuaron siendo también (como lo atestiguan las instrucciones que recibían) representantes de sus gobiernos cerca de una débil liga de provincias{135}. La naturaleza dual de los diputados del Congreso neogra- nadino aunaba, pues, una precaria representación “nacional” y una delegación de tipo diplomático como las que subsistían en las relaciones interprovinciales. La reforma del Acta Federal, que centralizó en octubre de 1814 los ramos de hacienda y guerra, no modificó este rasgo fundamental. En efecto, las soberanías provinciales se mantuvieron en lo esencial, a pesar de haberse decretado que las autoridades superiores de los Estados federados se llamarían en adelante gobernadores y que éstos serían “agentes naturales y subalternos inmediatos del gobierno general{136}”. No ha de extrañar, pues, que JOSÉ MARÍA GÓMEZ DE SALAZAR, uno de los más importantes agentes diplomáticos del interregno, al aludir, ya en años de Colombia, a las particularidades de la representación política en el Congreso de las Provincias Unidas, señalara:


Desde que las provincias se creyeron Estados soberanos, anularon de hecho la soberanía de la nación, y sus representantes en el Congreso general y en el gobierno egecutivo fueron más bien tratados como delegados de las asambleas o juntas provinciales, que como encargados del ejercicio del supremo mando{137}.


Hasta aquí han sido examinados los tipos de representación que entrañaban una junta suprema, una junta central, y un Congreso general del Reino. Es importante referir otro tipo de asamblea que si bien finalmente no se verificó, sí fue propuesto en al menos tres ocasiones. La primera vez, que yo sepa, en La Bagatela, donde Nariño enunció claramente la necesidad de formar un cuerpo de representantes que estableciera una Constitución, y al finalizar su labor, pidiera a las provincias nuevos delegados para componer el gobierno{138}. Los diputados al segundo Congreso del Reino, que se hallaban entonces en Santa Fe, adoptaron el principio en el Acta de Federación, la cual encargó la redacción de una Constitución para la Nueva Granada a una “Gran Convención Nacional”, que debía reunirse cuando hubieran cesado los peligros{139}. Existía pues un acuerdo en cuanto a la necesidad de reunir tal asamblea, pero había igualmente divergencias acerca del momento de su convocatoria. Según los representantes de las provincias federalistas, la convención debía ser la culminación del proceso de emancipación; para el bagatelista ella debía ser el punto de partida.


ANTONIO NARIÑO repitió la propuesta en 1813, tras la segunda guerra civil. En el mes de febrero, considerando que el Congreso de la Unión era vicioso por carecer de contrapesos, propuso a las Provincias de la Nueva Granada la reunión de una Gran Convención{140}. Cada provincia enviaría a Santa Fe sus diputados (en razón de uno por cada cincuenta mil habitantes), que serían en realidad “electores constituyentes”, y que tras formar la Constitución elegirían los funcionarios que debían ocupar los empleos del gobierno{141}. No deja de ser muy significativa la estrategia adoptada por NARIÑO para asegurar el éxito de la Convención: una verdadera ofensiva diplomática que consistió en el despacho de ministros públicos con categoría de enviados a los gobiernos de Antioquia, Popayán, Casanare, Neiva y Cartagena, como se verá en otro capítulo de este libro.


La convención era pues una asamblea compuesta por diputados elegidos según el principio de la población, cuyo objetivo primordial era la promulgación de una Constitución para la Nueva Granada. En lugar de estar representadas las localidades o los estamentos, como en las primeras juntas; o los Estados provinciales, como había sucedido en el Congreso, esta vez serían los individuos el principio de legitimidad. En ese sentido la convención era mucho más moderna que las anteriores asambleas del interregno neogranadino. Además del objeto de la convocatoria y el modo de elección de los representantes, existía otra diferencia notable con el Congreso general: la naturaleza de los diputados. Éstos, al menos en principio, como señalaba NARIÑO, serían miembros de una representación “nacional” y ya no agentes de sus provincias.


En conclusión, tras haber analizado someramente las diferentes asambleas del Reino durante el interregno, es posible afirmar esquemáticamente que a la junta suprema y a la junta central correspondía un representante de tipo tradicional, que tenía mucho de los antiguos procuradores. La convención, entre tanto, suponía diputados más modernos desligados de sus comitentes y representantes de “la nación”. Finalmente, los congresos generales, que fue la forma que asumieron las Cortes del Nuevo Reino, fueron el escenario de un tercer tipo de diputado: el agente diplomático, representante de las provincias soberanas. En este sentido el interregno neogranadino es semejante a las llamadas provincias argentinas que suscribieron el Pacto Federal de 1831{142}.



CONCLUSIONES



¿Cómo y cuándo nació la diplomacia en el Nuevo Reino de Granada? Los historiadores que estudiaron el asunto durante el siglo pasado coincidieron en responder que su origen se remontaba a la revolución misma{143}. Sin embargo, a pesar de mencionar algunas misiones ocurridas durante la época de las primeras repúblicas, para ellos los verdaderos orígenes de la diplomacia neogranadina fueron los años 1820 y la búsqueda formal del reconocimiento. No obstante, como he demostrado a lo largo de este capítulo, entre 18io y 1816 un interesante fenómeno tuvo lugar en el Nuevo Reino: la diplomacia provincial. Así puede ser llamada, en efecto, pues se ocupaba de negocios que atañían a los gobiernos soberanos en que se dividió por entonces el territorio neogranadino. Si se mira como un proceso, también puede denominarse esta diplomacia como constitutiva porque fue su objeto refundar la unidad política del Reino, que había saltado en pedazos tras la deposición de las autoridades virreinales.


Desde su creación misma, las juntas soberanas y las repúblicas a que éstas dieron lugar, buscaron asociarse entre sí con el fin de restablecer la unión. Para conseguirlo, los políticos neogranadinos estaban de acuerdo en la necesidad de conformar una asamblea que reuniera representantes de las diferentes provincias y concertara las voluntades disímiles. Sin embargo, existía un nítido enfrentamiento en cuanto a la naturaleza del Congreso en cuestión. Mientras que en 18io algunos fueron partidarios de la creación de una junta suprema, otros propendieron por el establecimiento de una junta central. En los años siguientes el debate persistió en otros términos. En efecto, si bien existía un consenso en cuanto a la necesidad de convocar una convención que se encargase de expedir una Constitución, algunos pretendían que ésta tuviera lugar inmediatamente, mientras que otros eran partidarios de que se instalase después de conjurados los peligros que acechaban al Reino. Este último parecer fue el vencedor, y por lo tanto el Congreso de las Provincias Unidas fue más una reunión de plenipotenciarios que una asamblea de representantes de la “nación”.





CAPÍTULO 2


El derecho público, natural y de gentes en el Nuevo Reino




Ninguna de las llamadas “leyes fundamentales” de la monarquía ofrecía una respuesta satisfactoria al dilema suscitado por la prisión de FERNANDO VII. En efecto, desde los lejanos tiempos de las Siete Partidas, los diferentes legisladores habían ordenado qué hacer en caso de que el rey padeciera de alienación mental o de que el heredero a la Corona estuviera en menor edad. Sin embargo, no habían considerado la posibilidad de una acefalía y, por lo tanto, no idearon ningún remedio o procedimiento legal para prevenir sus consecuencias. Es por eso que con la invasión de la Península por parte de los ejércitos napoleónicos y con la negativa de obedecer al usurpador, surgió un peligroso limbo jurídico. No obstante, los letrados hispánicos comprendieron rápidamente que el derecho natural y de gentes, en tanto que emanación divina y obra de la razón, ofrecía las herramientas adecuadas para evitar la anarquía y fundar legítimamente los procedimientos tendientes a reparar la quiebra institucional. Gracias a las enseñanzas recibidas en las distintas universidades de la monarquía, los abogados españoles de ambos hemisferios poseían no sólo abundantes conocimientos en esas materias, sino también un “campo compartido de supuestos teóricos{144}”. Por eso, a partir de ese momento, se convirtieron naturalmente en los protagonistas de la revolución. Para comprender, pues, de manera cabal lo sucedido en el virreinato entre 1808 y 1816, se hace imprescindible inquirir por la difusión del derecho natural y de gentes entre los políticos neogranadinos.



EL DERECHO NATURAL Y DE GENTES



La Reforma dividió en dos grandes grupos la familia cristiana y separó uno de ellos de la subordinación al Papa. Fue así como sucumbió la organización de la Europa medieval en la que había correspondido a la Iglesia el mantenimiento del orden continental. Con la mengua de su autoridad desapareció el superior que hasta entonces se había encargado de las medianías y los arbitrajes, del establecimiento de treguas y fronteras, y del otorgamiento de concesiones para el descubrimiento de nuevos territorios. Tras un período de cruentas guerras, surgió, con los tratados de Westfalia (1648), el sistema europeo de Estados, caracterizado por un dinámico enfrentamiento entre las diferentes soberanías y enmarcado por el principio rector del equilibrio. El mundo jerárquico europeo, dominado por la autoridad bicéfala del emperador y el Sumo Pontífice, fue reemplazado por uno de naturaleza inestable regido por la acuciante necesidad de mantener una relación de fuerzas tal entre los diversos Estados que resultase imposible el surgimiento de un poder hegemónico{145}. En las negociaciones de los tratados de Westfalia tomó parte la gran mayoría de potencias del continente (salvo la Gran Bretaña y Polonia) y, a más de significar el reconocimiento oficial del protestantismo y de nuevos Estados como Suiza y los Países Bajos, supusieron el comienzo de las legaciones permanentes. Las relaciones entre los soberanos se hicieron, en consecuencia, más estrechas y constantes, y provocaron el surgimiento de reglas y costumbres que fueron como el fundamento de un tímido sistema normativo, de un derecho superior al que habían de sujetarse todos y cada uno de los Estados europeos. Fueron suscritos, a partir de entonces, toda una serie de tratados, cuyo encadenamiento constituyó un verdadero “derecho público europeo”, llamado también en los países germánicos “derecho de gentes europeo{146}”. Al tiempo que la ley del más fuerte continuaba imponiéndose en la redacción de los tratados, connotados juristas y políticos publicaron las primeras reflexiones utopistas sobre la manera de establecer sólidamente la paz universal. En tal contexto, HUGO GROCIO enunció la existencia de una sociedad del género humano, cuyas leyes eran necesariamente superiores a la voluntad particular de los soberanos y cuyos fundamentos eran la naturaleza y la razón. Al estar regido por un conjunto de leyes objetivas, el mundo era mucho más que un simple conglomerado de soberanías{147}. De jure belli ac pacis gozó de una extraordinaria celebridad (para 1758 se habían publicado más de 45 ediciones latinas) y hasta el siglo xviii la obra fue considerada como el Código del derecho de gentes europeo{148}. Desde entonces se perfilaron dos escuelas: la positivista, que no veía en el derecho de gentes otra fuente que la costumbre y los tratados, y la jusnaturalista que lo consideraba como una emanación del derecho natural. Basados en principios de orden histórico o lógico ciertos autores muy influyentes encontraron lícito establecer una analogía entre el estado de naturaleza que habría precedido la fundación de las sociedades humanas y las relaciones que mantenían entre sí las colectividades soberanas. En efecto, tanto el uno como las otras estaban caracterizados por la ausencia de una autoridad común y de leyes positivas capaces de dirimir los conflictos. Ello explica por qué los principales publicistas (PUFENDORF, BURLAMAQUI, WOLFF, HEINECCIO) reconocieron en el derecho natural el fundamento por excelencia del derecho de gentes. Para comprender, pues, el carácter de éste resultaba ineludible descubrir, mediante un procedimiento lógico de pretensiones científicas, los sustentos y los fines de aquél{149}.


De la búsqueda de un derecho de validez universal, inspirado en la razón y no en la costumbre, hay ejemplos notables en los anales del mundo antiguo. Desde que el hombre advirtió que la existencia de múltiples sociedades era equivalente a otras tantas de nociones del derecho y de la justicia, comenzaron las tentativas por hallar aquella verdad fundamental que recibió el nombre de derecho natural por ser, precisamente, superior a toda convención y relativa a una esencialidad humana independiente de toda historia, religión, sociedad o moral. El derecho natural fue pues, desde el comienzo, la búsqueda filosófica de los elementos permanentes y eternos de la condición humana. Por ello, en tanto que indagación de lo intrínsecamente bueno, significó el abandono de la ecuación primitiva que identificaba lo excelso con la costumbre. La naturaleza se convirtió desde entonces en la más alta fuente de autoridad y con el fin de penetrar sus arcanos, los filósofos se esforzaron por remontarse a los orígenes, esto es, al momento ideal en que la especie humana no era aún regida por ninguna convención. Ello explica la razón por la cual la cuestión relativa al origen de la sociedad civil ocupó siempre un lugar central en las reflexiones de los teóricos del derecho natural. El interés de éstos por el estado de naturaleza no era tanto una búsqueda histórica de los orígenes como un ejercicio filosófico capaz de develar los secretos de la condición humana primigenia{150}. Como puede imaginarse, las visiones de los filósofos de los siglos XVII y XVIII sobre la edad primera de la humanidad no eran en absoluto concordantes. De hecho, la intensa controversia en torno al estado de naturaleza hizo que fuera muy ambiguo el acuerdo existente entre los publicistas de ver el derecho de gentes como una mera prolongación del derecho natural. En efecto, si antes del advenimiento de las sociedades humanas se suponía la existencia de una situación idílica o por el contrario un penoso estado de guerra donde se imponía la ley del más fuerte, los preceptos del derecho de gentes y el tipo de relaciones que debían mantener entre sí los Estados europeos adquirían características completamente diferentes{151}.


Recientemente MARC BELISSA ha mostrado cómo, a lo largo del siglo XVIII europeo, existió un debate crítico en torno a las relaciones entre los pueblos y el derecho público del continente. La preocupación central de dicho debate fue la construcción de una sociedad civil de naciones, esto es, de un espacio político regido por el derecho, gracias al cual debían dejarse atrás las relaciones conflictivas que habían mantenido entre sí los diferentes Estados. El tiempo transcurrido entre la muerte de LUIS XIV y el Directorio fue pues un período en el que se enunciaron proyectos de fraternidad universal y paz perpetua que retomaron y discutieron los revolucionarios americanos y franceses. Ante la constatación casi general de que los Estados se hallaban aún entre sí en un estado de naturaleza, los filósofos de la Ilustración vieron en el derecho de gentes mucho más que un simple derecho positivo, reconociendo en él, igualmente, una perspectiva ética, “cosmopolítica”, que comprendía el rechazo de la razón de estado, de la guerra de conquista, del ceremonial diplomático y del manejo patrimonial de las relaciones exteriores por parte de los monarcas europeos. BELISSA muestra que las preocupaciones de los revolucionarios de finales del siglo XVIII a uno y otro lado del Atlántico no se limitaron al ámbito nacional: para ellos el problema de la soberanía popular y de su ejercicio estaba íntimamente ligado a la construcción del viejo sueño ilustrado de una sociedad de naciones. ¿Cómo construir un derecho de gentes revolucionario? ¿Hasta qué punto era posible conciliar la subsistencia de los nuevos regímenes con la atrevida edificación de un nuevo orden mundial basado en el derecho natural? De manera esquemática, BELISSA indica que se perfilaron dos tipos de respuesta a los anteriores interrogantes durante el período revolucionario. Para los federalistas norteamericanos y algunos revolucionarios franceses una transformación radical de las relaciones entre los pueblos era no sólo quimérica sino también peligrosa. En su opinión, en lugar de un repudio total de las tradiciones diplomáticas del Antiguo Régimen resultaba más conveniente reformarlas. Entre tanto, los antifederalistas estadounidenses y revolucionarios franceses como ROBESPIERRE o GRÉGOIRE insistieron en la necesidad de participar en la creación de una sociedad humana que administrase la justicia de manera universal. Al cabo, terminaría imponiéndose una nueva razón de estado fundada ya no en la política patrimonial de los monarcas sino en el poderío nacional. En lugar, pues, de un derecho de gentes natural y de una sociedad civil de naciones, triunfó, a la larga, la alternativa de un espacio político constituido por Estados-nación ligados entre sí por un derecho de tipo positivo{152}.


Los líderes neogranadinos conocían los debates del siglo XVIII acerca del orden europeo y estaban al tanto de la difícil adaptación de las utopías ilustradas en la práctica revolucionaria. Del mismo modo, la realización progresiva del orden hegemónico promovido por NAPOLEÓN generó en ellos un profundo rechazo. En tal contexto, al proponerse la creación de un régimen revolucionario republicano, los neogranadinos no podían ignorar el imperativo de defensa y seguridad, pero tampoco podían hacer abstracción de la necesidad de establecer un sistema estable que asegurase la paz en la Tierra Firme de manera duradera. ¿Cómo conciliar ambos principios? ¿Cómo prevenir a un tiempo las invasiones europeas y la hegemonía de una ciudad o provincia? ¿Cómo unir las fuerzas y las riquezas sin que su concentración amenazara la salud misma del Reino? Dichos dilemas, íntimamente relacionados con el acontecer europeo, explican en buena medida los conflictos intestinos del interregno neogranadino y la gran influencia ejercida en el antiguo virreinato por el proceso político norteamericano. En El espíritu de las leyes —una de las obras de cabecera de los abogados neogranadinos— MONTESQUIEU había advertido que las repúblicas sólo podían subsistir en los pequeños Estados, pues de lo contrario habían de ser consumidas inevitablemente por un vicio interior. No obstante, su talla reducida las hacía presas fáciles de las fuerzas extranjeras. Con el fin de evitar tal inconveniente y edificar sólidamente su seguridad, no tenían más remedio, en opinión del publicista francés, que unirse unas a otras para conformar una república federativa, es decir, “una convención en virtud de la cual varios cuerpos políticos consienten en convertirse en ciudadanos de un Estado más grande que desean conformar. Es una sociedad de sociedades que crean una nueva susceptible de agrandarse en virtud de la unión de nuevos asociados”. La república federativa era un sistema capaz de conjugar la extensión con la virtud y la bondad del gobierno interior de cada uno de los asociados con la fuerza combinada de sus miembros, lo que la hacía equiparable a las grandes monarquías. La república federativa era superior a los invasores, a los usurpadores y a las sediciones por ser un Estado que podía “perecer de un lado sin perecer del otro”: en efecto, la confederación podía ser disuelta sin que los confederados perdieran por ello su soberanía{153}.


Para los miembros de la convención estadounidense que redactó la Constitución de 1787, el federalismo, entendido como el establecimiento de un “gobierno nacional vigoroso” era un “remedio republicano para los males más notorios del gobierno republicano{154}”. Según ALEXANDER HAMILTON, Norteamérica se encontraba en una situación peculiarmente feliz por su lejanía del continente europeo: tal característica hacía muy propicio el establecimiento de un sistema de paz, siempre y cuando los diferentes Estados, en lugar de mantener una unión imperfecta, hacerse independientes o componer tres o cuatro confederaciones rivales, constituyesen un gobierno común poderoso. De lo contrario, las fricciones constantes harían necesarios los ejércitos permanentes y éstos la adopción de poderes ejecutivos fuertes que progresivamente conducirían a la monarquía. De ese modo, muy en breve, Norteamérica reproduciría el esquema continental europeo con todos sus defectos, cayendo en una dinámica tanto más devastadora cuanto que carecía de las fortificaciones, las tropas disciplinadas y la población numerosa que hacían prácticamente imposibles las conquistas en éste{155}. En una palabra, según los federalistas, todo equilibrio era imposible en Norteamérica sin el establecimiento de un “gran sistema americano”, es decir, de un juez común para los trece Estados, de un gobierno general dotado de amplias facultades que ellos llamaban “extensive Republic”. Tal régimen era, según sus conceptores, una innovación sin precedentes que permitía reemplazar las débiles e inestables ligas ofensivas y defensivas del pasado por una autoridad sólida, perfectamente acatada. La invención de la república extensa era el resultado de los descubrimientos recientes de la ciencia política europea, es decir, de la distribución del poder en diversos “departamentos” y, ante todo, del sistema representativo, que permitía rebasar las limitaciones territoriales del gobierno popular sin desnaturalizarse o perder eficiencia{156}.


La República extensa inventada por los federalistas era, en su opinión, superior a las repúblicas federativas antiguas y por la misma razón, mejor que la unión rudimentaria que había ligado hasta entonces a los Estados norteamericanos. Como se verá más adelante, la mayoría de los neogranadinos coincidían con tal ideal político, es decir, preferían -para decirlo en términos actuales- la federación a la confederación. No obstante, el modo en que se desarrolló la revolución en el Nuevo Reino los obligó a seguir el mismo camino que habían recorrido ya los estadounidenses y debieron convocar primero un Congreso diplomático con la esperanza de perfeccionar la unión más adelante por medio de una convención.


La historiografía nacionalista colombiana ha designado al interregno neogra- nadino con el apelativo de “primera república”. La caracterización, que resulta del todo impropia en razón de la multiplicidad de Estados que surgieron tras la descomposición del virreinato, adquiere perfecta validez si se reemplaza por la de “primera república federativa” en referencia, claro está, a las Provincias Unidas de la Nueva Granada.



LAS CÁTEDRAS DE DERECHO PÚBLICO EN EL NUEVO REINO



Contrariamente a lo sucedido durante el Renacimiento, cuando los juristas españoles maravillaron al mundo, en el siglo xviii, la labor de los teóricos peninsulares del derecho de gentes fue, al decir de ALEJANDRO HERRERO y RUBIO, pobre y deslucida, y estuvo caracterizada por la importación de las doctrinas elaboradas en otros países europeos{157}. Con todo, existió una tímida producción de la que es bueno ocuparse por la influencia que había de tener en América y en la generación revolucionaria de 18io. Ella fue el fruto de la indignación de algunos ilustrados que contemplaban con asombro y descontento la manera en que se adelantaban los estudios jurídicos en las universidades del imperio, desdeñando el derecho vigente, y el natural y de gentes, para dedicarse de modo exclusivo al del derecho romano. Los esfuerzos referidos comenzaron a cristalizarse con la obra de JOSEPH ANTONIO DE ABREU y BERTODANO, segundo marqués de la Regalía, quien entre 1740 y 1751 publicó una importante Colección de los tratados de paz. Ella había sido encargada por real orden e incluyó todos los instrumentos de tal naturaleza suscritos por España desde los tiempos del reinado de FELIPE III. Poco después, el paciente compilador hizo las veces de traductor, vertiendo al castellano la conocida obra del abate Mably, con el título de Derecho público de Europa fundado en los tratados concluidos hasta 174o y la de ANTOINE PECQUET, con el de Arte de negociar con los soberanos. Don FÉLIX JOSEPH DE ABREU y BERTODANO, hermano del anterior, contribuyó también al adelanto del derecho de gentes en la Península al publicar, siendo aún muy joven, un Tratado jurídico-político sobre las presas de mar y calidades que deben concurrir para hacerse legítimamente el corso (1746). La obra gozó de una enorme popularidad siendo editada varias veces en pocos años e, incluso, traducida al francés. El éxito del libro fue tal que indujo al año siguiente a IGNACIO JOSEPH DE ORTEGA y COTES a publicar las Questiones del derecho público en interpretación de los tratados de paces que pretendía ser una guía para que sus connacionales pudiesen resolver la “ocurrencia de negocios y causas sobre las presas en la presente guerra con la Corona de Inglaterra”. Como se ve pues, era esencialmente un tratado de derecho marítimo, mas, como advierte HERRERA y RUBIO, el libro dedica también varios capítulos a los tratados de paz, a las represalias, al efecto de la prescripción, al postliminio y a la condición de los extranjeros. No menos importantes fueron las fuentes en que bebió ABREU y BERTODANO, entre las que cabe mencionar a GROCIO y BYNKERSHOEK. PEDRO PÉREZ VALIENTE, natural de Granada y Consejero de Castilla, publicó en 1744 la Disertatio político-jurídica de maris imperio que sería corregida e insertada en una obra de mayor aliento escrita también en latín y dada a la imprenta con el título de Apparatus Juris Publici Hispanici. Además de los autores españoles del Renacimiento, PÉREZ VALIENTE se sirvió abundantemente para escribir su tratado de autores como GENTILI, GROCIO, PUFENDORF, BYNKERSHOEK e HEINECCIO, entre otros{158}. Igualmente importantes serían los trabajos de JOSÉ DE FINESTRES y MONSALVO, rector y profesor de la Universidad de Cervera, quien “al no existir una cátedra dedicada al Derecho natural y de gentes, usó del artificio de glosar algunos textos romanos para exponer las cuestiones más importantes de esta ciencia, entonces considerada nueva por muchos”. Sus lecciones, influenciadas por GROCIO y BYNKERSHOEK, abordaban aspectos tales como el derecho de guerra y el de legación, y fueron editadas posteriormente con el título de Exercitationes Academicae xii. Don RAMÓN LÁZARO DE DOU y BASSOLS, alumno y profesor de la mencionada universidad de Cervera y futuro diputado de Cataluña en las Cortes de Cádiz, defendió a los 23 años de edad (1755) una tesis llamada De Dominio Maris muy influenciada por PÉREZ VALIENTE y publicó al despuntar el siglo xix una extensa obra en nueve volúmenes llamada Instituciones del derecho público general de España. Como se ve, fueron varios los esfuerzos por introducir en España el estudio del derecho de gentes desde mediados del siglo xviii y para ello los ilustrados se valieron esencialmente de la obra de los grandes juristas protestantes -sobre todo holandeses-, cuyas enseñanzas censuradas introdujeron disimuladamente en cátedras y libros{159}. Sin embargo, el primer tratado de derecho de gentes propiamente dicho fue publicado en España en 1771 y se debió a la autoría del abogado JOSEPH DE OLMEDA y LEÓN. Los Elementos del derecho público de la paz, y de la guerra eran, en realidad, una traducción expurgada de la obra de EMER VATTEL{160}. Justo un año antes se había establecido la primera cátedra de derecho de gentes en la
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